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Presentación 

			Los capítulos de este libro atienden a la urgente necesidad de documentar y hacer visibles distintas formas de violencia y vulneración de derechos contra la niñez y la juventud, realidades de sufrimiento, privaciones y daños que siguen ocurriendo y se mantienen ocultas, ignoradas y silenciadas por el miedo, la indolencia y la impunidad.

			Lo que el texto evidencia es un incremento y gravedad de las manifestaciones de estas violencias, que no aparecen en estadísticas públicas y, en la mayoría de los casos, ni siquiera son conocidas por autoridades e instituciones del Estado, jurídicamente obligadas a la protección inmediata e integral de estas víctimas. 

			Con el aumento y la multiplicidad de diversas formas de violencia, también parecen haber crecido la ceguera y la incapacidad para reconocer que se trata de daños irreparables que podrían ser evitados y que, en todos los casos, deben ser diligentemente atendidos. 

			La expansión y el agravamiento de la violencia delincuencial y de la letalidad policial han tenido, entre sus más lesivas consecuencias, un aprendizaje social de la violencia que promueve la adopción de normas y creencias propias de una cultura de la violencia que venimos asumiendo sin valorar sus consecuencias e implicaciones. Tan frecuente es la agresión y el maltrato que la discriminación, las amenazas y el abuso de poder se han convertido en hechos que pueden ser admitidos como algo común y habitual. La convivencia con la arbitrariedad nos impide reconocer que las injusticias, la agresión y el trato humillante son formas de violencia que afectan la integridad personal y violan derechos humanos. Es necesario reflexionar sobre cómo la frecuencia de muertes, violaciones, ofensas y amenazas va generando su percepción como realidades inevitables, “normales” e incluso como hechos que dejan de causar alarma y pueden pasar desapercibidos. Así de profundo puede ser el daño producido a nuestra ética social.

			Uno de los principales indicadores de la miseria y la postración que agobian a nuestro país es justamente la inercia y lo precario de la movilización ciudadana para denunciar las muertes, lesiones y otras violaciones de los derechos humanos de la niñez y la juventud, población particularmente vulnerada, violentada y desasistida.

			Los estudios que aquí se publican pretenden justamente promover conciencia social sobre vulneraciones de derechos humanos y atropellos a la dignidad de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes, que no pueden ser justificados ni admitidos. Ninguna excusa es aceptable para subestimar, o dejar de observar y atender, la gravísima emergencia social que implica la violencia contra esta población vulnerada, que sigue afrontando injusticias, riesgos, lesiones y muertes.

			Han pasado tres lustros desde la publicación del Informe Mundial de la Violencia contra los niños y las niñas, documento que afirmó, con evidencias suficientes, la globalización de la violencia contra la niñez y la juventud. Con este relevante estudio, la Organización de Naciones Unidas alertaba a los Estados que suscribieron la Convención sobre los Derechos del Niño en 1989 sobre su deber de prevenir, investigar y sancionar las muertes, lesiones y otros graves daños a esta población. 

			Venezuela ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño en 1990 y, ocho años después, aprobó la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNNA), una ley nacional garantista de derechos humanos de la niñez. Ciertamente, las normativas y tratados internacionales de DDHH se han incorporado con significativos aportes en nuestro marco legislativo, que es hoy robusto en derechos y garantías de protección a la niñez y la juventud. Sin embargo, se aprecia un enorme abismo entre los imperativos y demandas jurídicas y el desempeño o, más propiamente, el abandono y la inacción de las autoridades públicas. Si alguna capacidad han mostrado ha sido la de lograr la destrucción, el abandono y la parálisis de las pocas instituciones y medios de protección que con tantos esfuerzos y sueños fueron edificados por organizaciones sociales y algunas autoridades locales en épocas anteriores.

			Afrontamos hoy graves desafíos por tantas omisiones e incumplimientos del Estado con la niñez y la juventud. Y, efectivamente, todo lo que se ha dejado de hacer, tantas privaciones, abandono y desprotección necesariamente tendrán consecuencias en el tipo de convivencia y en el nivel de desarrollo que tendremos en las próximas décadas. De lo que se hace hoy por la educación, la salud y la debida protección a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes depende nuestro destino como sociedad; esta convicción, reiteradamente pronunciada por educadores, familias y organizaciones sociales, sigue siendo despreciada y desatendida por quienes incumplen sus obligaciones como garantes de derechos humanos. 

			Al presentar este estudio, demandamos la restitución de los derechos vulnerados a la niñez y la juventud, pidiendo justicia y reparación de los daños causados. Exigimos la atención prioritaria de esta población, en cumplimiento de lo establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en sus artículos 78 y 79, que establece el deber de garantizarles protección integral y especializada, con órganos, normativas y personal especializado para asegurar la calidad de los programas y acciones de protección 

			Para exigir que la población infantojuvenil sea protegida, una acción primordial es la de conocer realidades, contar con datos sobre la situación de la niñez, identificar las manifestaciones de la violencia en la vida de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Es difícil o casi imposible acceder a información pública, por lo que se requieren, y son muy necesarios, los estudios locales, la consulta directa a los afectados mediante el levantamiento de información, en los distintos territorios, sobre condiciones de vida, factores de riesgo, capacidades disponibles y oportunidades de protección. El texto que aquí se presenta aspira a contribuir a este propósito. 

			El libro contiene distintos estudios que se presentan en tres apartados diferenciados. En la primera parte, se muestran investigaciones sobre indicadores que examinan la situación de los derechos a la vida, la salud, la integridad personal y en cuanto a las garantías de protección de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Los autores son profesionales con calificada trayectoria académica y con una vasta experiencia en organizaciones sociales que trabajan en la promoción y defensa de derechos humanos en Venezuela, a quienes agradecemos su contribución desinteresada en esta obra colectiva. 

			En el segundo apartado, los investigadores de distintas universidades nacionales que hacen parte de la red de centros del Observatorio Venezolano de Violencia (OVV) exponen y analizan los resultados del cuidadoso trabajo de investigación que han realizado con el monitoreo de indicadores de violencia y mediante la realización de un trabajo de campo sobre situaciones de vulneración de derechos de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Cada estudio aporta un acercamiento a comunidades, instituciones y familias cuyo testimonio y opinión ofrecen un rostro y la voz de personas víctimas de violencia. Como se podrá apreciar, cada documento presentado es un esfuerzo destinado a conocer realidades de pobreza, exclusión y violencia que permanecen invisibles e ignoradas. 

			En la tercera y última parte, se presenta una propuesta de políticas públicas, servicios y programas para prevenir y brindar protección integral a la niñez y la juventud, entendiendo que es posible prevenir la violencia, mitigar sus daños y reparar o restaurar sus consecuencias en la vida de las personas, reduciendo sus impactos y las posibilidades de su escalamiento.
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			Parte I. Las cifras sobre mortalidad y otras formas de violencia contra la niñez, la adolescencia y la juventud

			
Mortalidad y otras formas de violencia contra la niñez, la adolescencia y la juventud en Venezuela: los datos ignorados e invisibles 

			Gloria Perdomo

			Introducción

			En este capítulo presentamos los principales resultados del estudio realizado por el Observatorio Venezolano de Violencia (OVV) entre los años 2021 y 2022 para conocer la situación de los derechos a la vida, a la integridad personal, a un nivel de vida adecuado y de los derechos de protección de niños, niñas, adolescentes y jóvenes (NNAJ) en Venezuela. 

			Desde el punto de vista conceptual y normativo, esta investigación se fundamenta en el enfoque de derechos humanos, lo que significa que sus estrategias de investigación y el análisis de indicadores se realiza conforme a los estándares internacionales de derechos humanos:

			Un indicador es un indicador de derechos humanos si puede relacionarse con normas de derechos humanos, aborda y refleja principios e intereses relacionadas con los derechos humanos, y se utiliza para vigilar la efectiva promoción y la aplicación de los derechos humanos (Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2012, p. 184).

			Con esta perspectiva, el estudio tiene como propósito identificar vulneraciones de los derechos a la vida, la integridad personal, a un nivel de vida adecuado y de protección de NNAJ y conocer las actuaciones del Estado para garantizar la protección de los grupos vulnerables ante las realidades de violencia y exclusión social que aquí se evidencian. 

			La investigación asume la definición de violencia de la Organización Mundial de la Salud (OMS) en el Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud: 

			El uso intencional de la fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones (2003, p. 5).

			Los análisis harán frecuente referencia al derecho internacional de derechos humanos (DDHH), enfatizando las obligaciones del Estado en cuanto al cumplimiento, protección y promoción de la normativa de los tratados de DDHH que ha suscrito la República, en especial las obligaciones y compromisos con la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), que obliga a adoptar medidas apropiadas para la protección de la niñez contra “toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual” (1989, artículo 19).

			En lo específico, esta investigación se enfocó en tres manifestaciones de violencia contra NNAJ: 1) violencia sexual y basada en género, 2) muertes violentas y lesiones causadas a NNAJ y 3) violencia estructural, entendiendo por tal las situaciones en las que las muertes, daños y afectaciones de NNAJ están asociadas con la vulneración de derechos sociales y económicos (alimentación, servicios básicos, asistencia en salud, entre otros).

			Se diferencian tres grupos de población: niñez (0 a 11 años), adolescencia (12 a 17 años) y juventud (18 a 24 años). Para visibilizar la victimización que sufren específicamente las niñas, las adolescentes y las jóvenes, cuando se pudo acceder a los datos, se analizan algunas categorías e indicadores utilizando una perspectiva de género.

			El estudio combina métodos y técnicas de investigación: métodos cualitativos para documentar y analizar distintos tipos de violencia de los que son víctimas los NNAJ en un contexto de empobrecimiento, de migraciones y de ausencia (omisión e incumplimiento) de las obligaciones del Estado como garante de los derechos humanos de NNAJ. Adicionalmente, se desarrolla un análisis estadístico de datos cuantitativos recabados de fuentes secundarias en relación con indicadores de violencia y vulneración de derechos de NNAJ.

			Resultados de la investigación

			Lo que aquí presentaremos son datos forenses que dan cuenta de muertes, lesiones y daños irreparables que han tenido consecuencias en el destino y las vidas de NNAJ y sus familias. Nuestra responsabilidad como académicos y defensores de DDHH es visibilizar estos hechos, aproximarnos a la estimación de su cuantía y gravedad, así como comprender los factores asociados a su ocurrencia, con miras a identificar medidas de protección y acciones de prevención.

			Una vez más, es necesario denunciar que en Venezuela no existe un sistema de información que registre y permita el monitoreo de las situaciones de violencia y vulneración de derechos de NNAJ. Ninguna institución oficial ha generado el sistema de información estadística sobre la situación de los derechos de la niñez; pero, además, ninguna autoridad del Sistema Rector Nacional para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes presenta el informe anual al que obliga la legislación nacional (Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, artículos 136 y 137). No existe publicación oficial de autoridades públicas sobre la magnitud y gravedad de las muertes violentas de NNA; tampoco sobre medidas y actuaciones para garantizar la protección a la integridad personal de estas víctimas. Para quienes realizan programas y servicios no está disponible información actualizada, con datos desagregados, que permita monitorear un desempeño orientado al cumplimiento de los derechos de protección; tampoco sobre los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. 

			Sobre esta desinformación es preciso tener presente que el Estado está obligado a producir y difundir esta información sobre situaciones que comprometen la vida y el desarrollo de NNAJ; algunas interrogantes deberían ser respondidas con datos desagregados y útiles para emprender las acciones urgentes que deben ser cumplidas para proteger la integridad personal de esta población:

			¿Cuántos y quiénes son los niños y niñas que están separados de su familia a consecuencia de la migración de sus padres? 

			¿Cuántas son las niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual? ¿Qué medidas de protección han sido dictadas? ¿Cuántas víctimas han sido protegidas?

			¿Quiénes son los niños, niñas y adolescentes desaparecidos? ¿Qué acciones se realizan para su búsqueda y localización?

			¿Cuántos y quiénes son los NNAJ que están en las calles, sin la protección de sus familias, en cada municipio del país? 

			¿Cuántos son los niños, niñas y adolescentes que dejaron de estudiar en el último año escolar? ¿Conocemos estas cifras? ¿Es posible identificar y proteger a esta población?

			La ausencia de estos datos e indicadores constituye un incumplimiento, por parte del Estado, de una obligación que es fundamental. Negar la ocurrencia de hechos de violencia constituye una omisión del Estado; y es preciso cuestionarlo porque no es un fallo cualquiera: es una actuación negligente que impide la protección debida. Los datos sobre la naturaleza, cuantía y localización de las muertes, daños y afectaciones indican qué atención inmediata requieren las víctimas o cómo prevenir estas situaciones. Sin datos desagregados por edad, sexo, localización geográfica y por tipo de derecho vulnerado, no se pueden activar medidas, planes ni la asignación de los recursos, o las acciones no logran ser eficaces o apropiadas. La desinformación posterga, restringe o impide una protección que, tratándose de población vulnerable, no puede ser demorada. 

			Pero, además, el acceder a información y datos sobre violencia contra NNAJ es un trabajo difícil, porque son afectaciones que suelen ocultarse en entornos familiares, en ámbitos privados o en espacios comunitarios donde pueden ser silenciadas mediante la amenaza, el miedo y la sumisión. Como lo advierte el Informe Mundial de violencia contra los niños y las niñas: “La mayoría de la violencia contra la niñez es invisible” (Pinheiro, 2006, p. 5). De allí la relevancia del esfuerzo que debe ser emprendido para que ninguna de estas situaciones deje de ser conocida y debidamente atendida. 

			Los resultados del estudio cualitativo

			Para comprender los perfiles y características de la violencia contra NNAJ, era apropiado el desarrollo de un estudio cualitativo con miras a documentar el testimonio de personas que han afrontado casos de muertes y otras vulneraciones de derechos de NNAJ. Se realizaron un total de 47 entrevistas no estructuradas y focalizadas sobre situaciones que han afectado la integridad personal de NNAJ; se conoció así el testimonio de familiares, víctimas y también de profesionales que han trabajado ese tipo de casos en 15 entidades del país. Adicionalmente, los equipos de investigación del OVV, en las distintas regiones, realizan un estudio sistemático de fuentes secundarias (medios de comunicación) a través de los Observatorios de Prensa (OP) regional, donde se documenta la situación de violencia interpersonal, lo que constituye otra fuente muy valiosa de información.

			Los resultados de esta investigación fueron agrupados en categorías que documentan los distintos tipos de violencia identificados. Dichas categorías son presentadas en la siguiente sección de este libro. Aquí exponemos una caracterización general de las violencias identificadas, aportando información empírica sobre manifestaciones hasta ahora inéditas o poco frecuentes. 

			Violencia sexual y basada en género

			El abuso sexual, las violaciones y otras formas de violencia sexual de niñas, niños y adolescentes constituyen crímenes que vulneran la integridad, la dignidad y el sano desarrollo de quienes los sufren. Se observa cómo estos delitos de naturaleza sexual aparecen en todas las regiones del país estudiadas en las que los OP registraron noticias referidas a violencia sexual contra NNAJ. En todos los meses del año 2021 hay registros sobre hechos de abuso sexual a niñas, niños y adolescentes.

			Coincidiendo con los resultados del Estudio Mundial sobre la violencia contra los niños y las niñas (Secretaría Regional para América Latina, 2006, p. 46), se observa que los padres, padrastros, abuelos y otros familiares aparecen como los principales perpetradores de estos crímenes. En varias situaciones, estos delitos ocurren en el espacio del hogar, al amparo del silencio y la complicidad de familiares, incluidas las madres. La descripción de algunos de estos hechos evidencia su crueldad y sus graves consecuencias: 

			En la población de Rubio un padre fue detenido al ser denunciado por abuso sexual de sus hijas de 15 y 18 años; el hombre amenazaba y golpeaba a ambas jóvenes para que no contaran estos hechos (OP Táchira).

			Una niña de 13 años contó a su familia que estaba siendo abusada por su padrastro, de 21 años (OP Zulia).

			El personal del Hospital Clínico Universitario denunció que un hombre de 28 años habría violado a su hijo de 3 años y lo contagió del virus de Papiloma Humano (OP Región Capital).

			En Falcón, un hombre es rescatado de una turba que quería lincharle al constatar que violaba a su hija adolescente (OP Falcón). 

			Una adolescente de 13 años fue violada por su tío abuelo, de 57 años, junto con dos vecinos septuagenarios (OP Trujillo).

			Por abuso sexual y práctica de actos lascivos a su vecina de 11 años de edad, y a sus dos hijas adoptivas de 4 y 8 años, fue aprehendido un hombre de 45 años (OP Bolívar).

			Esta lista lamentablemente puede ser ampliada, mostrando cómo estas situaciones de abuso están presentes en distintas entidades y municipios del país, con víctimas quienes no solo sufren la agresión y el atropello a su dignidad, sino que dejan de tener un hogar y una familia que puedan reconocer como su espacio de protección y seguridad. También se conocen casos en los que los agresores son personas distintas de los familiares, sujetos desconocidos que las atacan. Con relativa frecuencia se observa que el abuso sexual es perpetrado por vecinos, personas de la comunidad e incluso individuos a quienes las personas les confían la atención y formación de sus hijos, o quienes se valen de su posición, como ha sido el caso de profesores o sacerdotes. Se identifican casos de abuso sexual cometidos por religiosos, instructores deportivos, profesores, espiritistas. Las consecuencias de estos hechos son muchas, con daños a la integridad de los NNA: un niño intentó quitarse la vida porque estaba siendo abusado sexualmente por su entrenador deportivo (Noriega, 5 agosto, 2021, El Pitazo). En el municipio San Francisco en Zulia, una niña de 11 años cuya madre había fallecido y quien había perdido también a su abuela materna hacía poco, muere por suicidio porque no soportó haber sido violada por su propio padre (OP Zulia).

			Sobre estos delitos, se conoce que las víctimas de abuso sexual violentadas con daños físicos pueden ser afectadas por enfermedades de transmisión sexual, laceraciones, embarazos no deseados, pero también soportan daños psicológicos muy graves, depresión, culpa, deterioro de su autoestima y sentimientos de humillación, minusvalía y discriminación. 

			Un representante de una Organización No Gubernamental (ONG) que atiende a víctimas en el estado Carabobo informó que hace dos años en esta entidad de atención ingresaban de 5 a 10 casos de abuso sexual al año; en 2020, la cifra sube de 12 a 15 casos por año y en el noveno mes de 2021 ya se contabilizaban 45 casos de niños y niñas víctimas que estaban siendo atendidos (entrevista OVV Carabobo).

			Un dato que se deriva de los registros estudiados es que la actuación de los agresores sexuales contra NNA puede ser tolerada, admitida y amparada por otros familiares, incluso por las madres. Una mujer de 33 años “fue detenida por funcionarios de la policía (…) denunciada de haberle causado lesiones en el rostro a su hija de 13 años, luego de que le confesara que su padrastro había abusado sexualmente de ella” (D´Hoy, 2021, El Universal). 

			En Guanare (estado Portuguesa), una adolescente de 15 años se lesionó con una hojilla en el brazo, escribiendo “te odio papá”, hastiada del abuso sexual reiterado de su padre (Noticia y Punto, 29 de junio de 2021). Una adolescente de 14 años resultó muerta a manos de su padrastro, quien abusaba de ella desde hacía 2 años, sin recibir protección ni atención por parte de las autoridades que conocieron del caso (OP Táchira). 

			Un caso increíble es el de un abuelo que entrega a su nieta a un obrero de la finca, para recibir un pago de 1500 dólares. El obrero se había llevado a la niña de 11 años y la había abusado sexualmente durante ocho días. La madre se había ido unos días a trabajar a Colombia; al regresar supo que el abuelo paterno había “vendido a su nieta”, y cuando regresó a buscarla el hombre exigía que le retornaran el pago realizado (OP Zulia).

			Estos actos de abuso sexual y violaciones en el hogar refieren una violencia que al parecer ocurre “justificada” por patrones culturales, valores y creencias de las familias, aceptados y defendidos incluso por mujeres, madres y hasta por las propias víctimas; son creencias y normas culturales que naturalizan la violencia sexual que ejerce el hombre. La violencia sexual en este caso tiene su origen en prejuicios machistas que se imponen como mandatos culturales (Unión de Asociaciones Familiares, 2018), muy arraigados en una cultura que tolera y justifica el abuso si lo comete el jefe de familia, el padre del hogar. Este tipo de actuaciones se corresponden con el concepto de patriarcado, entendido como cultura que otorga al “patriarca”, al hombre a quien se concibe como “dueño” del hogar, el poder para someter, controlar e incluso violentar a las mujeres de la familia, a quienes concibe como su propiedad, por lo que asume que le deben obediencia y respeto incondicionales. Por estos valores y creencias culturales, las niñas, adolescentes y jóvenes consienten el sometimiento y la agresión sexual y asumen que esta violación no es un delito; las normas culturales establecen que a la niña o mujer le corresponde callar, soportar y aceptar lo que el jefe de la casa decida hacer con su cuerpo y con su vida. De allí el silencio de las madres y abuelas ante el abuso contra sus hijas y nietas; así se explica la aceptación de este sufrimiento y atropello por parte de las niñas y adolescentes victimizadas.

			Entre las principales consecuencias del abuso sexual, está el aprendizaje de esta violencia simbólica o cultural. Una mujer no entiende por qué su hija de 14 años salió embarazada, porque a ella, cuando niña, la violaban su padre y su abuelo; por eso “no quiso que estuviera en su casa” (entrevista OVV Bolívar). En este caso el embarazo temprano (o quizás la exposición a relaciones no planificadas) no pudo ser evitado.

			En muchas situaciones y contextos, las niñas y adolescentes quisieran rebelarse ante la violencia sexual en la familia, pero es importante advertir que, en la mayoría de los territorios, no hay disponibilidad de programas educativos, campañas informativas ni servicios de protección; tampoco hay orientación clara sobre dónde o cómo presentar una denuncia, ni formación apropiada de los funcionarios en el enfoque de género. 

			Entre los datos recabados en la investigación cualitativa, se conoció un delito de abuso sexual en Trujillo, en el que un abuelo es denunciado por los vecinos por la violación de su nieta de 13 años con discapacidad cognitiva, y tanto la prefecta como la autoridad responsable del Servicio Autónomo de Protección a NNA del estado Trujillo (SAPNNAET) desestimaron la denuncia y se hicieron cómplices del agresor. En este caso, la investigación pudo conocer que el Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la localidad, al recibir el caso, actuó conforme a sus competencias, siguiendo lo establecido en la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNNA, artículo 275), lo que condujo a la detención de la prefecta y otros funcionarios en el estado Trujillo. 

			Una situación distinta se refiere al abuso y explotación sexual, entendidos como una estrategia de sobrevivencia para acceder a los ingresos y recursos que la familia no logra tener. Una madre en Bolívar relata que su hija: 

			Anda en prostitución con unos viejos que viven por aquí mismo, vecinos de uno de toda la vida que están ociosos. Y ella [adolescente de 16 años] ha caído bajo porque ella se acuesta con esos hombres hasta por un plato de sardina frita (…) uno de ellos la llevó a su casa, se quedó toda la noche y al día siguiente la dejó encerrada, ella se escapó por el techo (entrevista OVV Bolívar). 

			En el OVV Región Capital se recaba el testimonio de una mujer que cuenta que su hija, adolescente de 16 años, va a casa de su vecino y tiene relaciones sexuales con este hombre para conseguir así los pañales y la leche que necesita para su hija de pocos meses de nacida. En este caso, se trata de una relación consensuada, porque esta adolescente acepta como favores lo que hace el victimario; es su forma de “resolverse”, pues no tiene otra opción para conseguir el alimento y los insumos que su hija necesita. Como se aprecia, igualmente en este caso se normaliza el abuso sexual, e incluso la adolescente acepta esta relación sin cuestionar la conducta de este hombre, a quien más bien percibe como un benefactor de su familia. También se conocieron situaciones de explotación sexual que ocurren por la actuación criminal de familiares, como un caso en el que los vecinos informaron a la policía y así quedó detenida una mujer de 32 años denunciada por “prostituir a sus dos hijas de 11 y 13 años de edad” (Diario El Aragüeño, 28 julio 2021).

			La penuria económica es también propicia para el engaño de adolescentes y jóvenes que están siendo captadas por organizaciones criminales dedicadas a la explotación sexual comercial. En todos los meses del año aparecen noticias sobre detenciones policiales de integrantes de organizaciones criminales dedicadas a la explotación sexual comercial de niñas y adolescentes en Aragua, Bolívar, Carabobo, Delta Amacuro, Distrito Capital, Falcón, Lara, Nueva Esparta, Sucre y Zulia. Unos padres denunciaron, en la Policía de Carabobo, que su hija de 12 años estaba secuestrada, y la policía efectivamente la localizó en una vivienda de Valencia donde la tenían retenida. Tras las averiguaciones, tres adolescentes fueron acusados de ser las personas que se encargaban de captar a menores bajo la promesa de “trabajar dignamente” y luego se las llevaban a Perú para prostituirlas (OP Carabobo). Entre mayo y junio de 2021 fueron rescatadas más de 200 personas a las que trasladarían hacia Guyana, a través del Orinoco, en Delta Amacuro, de las cuales 53 eran niñas y adolescentes, lo que es un dato sobre la vulnerabilidad de esta población (OP Bolívar).

			En uno de los testimonios recabados por el OVV en Falcón, se conoció que una adolescente estuvo a punto de ser captada por una red de trata de personas. Un sujeto logró vincularse a ella por redes sociales y le ofreció un trabajo en Aruba; fue tan convincente que ella le entregó documentos y efectivamente el hombre tuvo los contactos y alianzas para “trampearle” la fecha del pasaporte vencido y depositar una cantidad de dinero en dólares para el traslado aéreo. Este depósito bancario alarmó a la madre de la adolescente y por ello rápidamente denunció los hechos, evitando la captación de su hija. Se evidencia que algunas redes criminales tienen capacidad para trasladar a una adolescente al extranjero sin contar con documentos o con una autorización para viajar, lo que da cuenta de su capacidad organizativa para cometer delitos de trata de personas y de explotación sexual. 

			En una entrevista realizada en Sucre se pudo conocer el caso de una adolescente que residía en una región central del país y llegó hasta Sucre con la promesa de tener dinero en moneda extranjera: “Se vino de los Valles del Tuy para Güiria, en un entendido de que le iban a pagar tres mil dólares por un trabajo que ella iba a hacer allá” (entrevista OVV Sucre).

			Homicidios, trato cruel y otras formas de violencia intrafamiliar

			En cada uno de los meses del año, se registran casos o situaciones de violencia contra niños y niñas muy pequeños, claramente inermes e indefensos ante la agresión de un padre, padrastro, la madre u otro familiar; algunos de estos casos indican la saña del agresor y la indefensión de la víctima, que parece acentuarse en el contexto de las medidas de restricción a la movilidad producto de la pandemia de la COVID-19 y por la falta de medios de transporte:

			La madre le había propinado una paliza a una de las niñas —la mayor de seis años—, porque se había comido un queso que estaba en la nevera y que era para acompañar el almuerzo (entrevista OVV Falcón).

			Muere un niño de dos años por la agresión de sus padres de 19 y 21 años de edad (OP Mérida).

			Al niño lo golpearon porque quedó con hambre y se comió la comida (…) le dieron con una chola y a ese le dieron por la cara, por los brazos, por las piernas, por todos lados (entrevista OVV Sucre).

			Fallece un niño de 11 meses con signos de tortura y alto grado de desnutrición, quien fue recluido en un hospital por su grave estado de salud, debido a presuntos maltratos y abusos de tipo sexual por su padrastro, hecho que era conocido por la madre del niño, una adolescente de 17 años de edad (OP Táchira).

			En un caserío del municipio Morán, en Lara, una niña fue estrangulada por su padrastro (OP Lara).

			La madre de la pequeña fallecida narró en su declaración al CICPC que, al discutir con su pareja, este agarró a la niña y comenzó a golpearla de modo de vengarse por su presunta infidelidad (OP Falcón).

			Un niño de 2 años era golpeado con un machete o machetilla por su madre (23 años) y su pareja, de 20 años; al ser rescatado tenía fuertes hematomas en el cuerpo y signos de mordeduras (OP Táchira).

			Esta violencia intrafamiliar también se manifiesta en daños físicos, lesiones a la integridad personal causadas por sus propios padres y familiares, hechos que igualmente se han documentado en todos los estados del país y durante todos los meses del año.

			En Falcón, los médicos del ambulatorio Las Velitas denunciaron “el maltrato desmedido evidenciado en el pequeño cuerpo de una bebé quien presentó múltiples excoriaciones y aumento de volumen de la cara (…) el papá de la bebé la golpeaba y su madre se hacía de la vista gorda” (Borjes, 2021, 28 de julio); por este hecho fueron detenidos la madre de la niña, de 15 años de edad, y el padre, de 21 años, lo que informa sobre factores de riesgo que deben ser prioritariamente atendidos.

			Las situaciones de violencia intrafamiliar pueden generar graves daños en la integridad personal de los NNA:

			Una niña de 9 años se suicida, en octubre 2021, por las continuas peleas de su padre alcohólico con su madre; la niña estaba muy molesta porque su papá llegaba borracho a su casa y esto ocasionaba fuertes peleas entre sus padres, una situación que tenía varias semanas ocurriendo (entrevista OVV Aragua).

			Un adolescente que padece una enfermedad crónica recibe un trato violento y lesivo por parte de su familia, sin que ningún especialista o autoridad de salud detenga el sufrimiento y violencia en la vida de este adolescente:

			Un adolescente, quien padece epilepsia desde sus 6 años de edad, no logra recibir con regularidad la medicación que requiere; este tratamiento irregular o alguna otra condición no diagnosticada podrían generar un comportamiento rebelde en algunas ocasiones. Con la muerte de su padre, la enfermedad se exacerba, tiene convulsiones más frecuentes, y la madre incurre en malos tratos, entre los que está amarrarlo con cadenas cuando le dan las convulsiones; la madre le coloca cucharillas calientes quemándolo para calmarlo. Es un “tratamiento” que toda la familia acepta como necesario y que consideran justo debido al comportamiento rebelde de este adolescente (entrevista OVV Región Capital). 

			Este último caso evidencia ignorancia, precarias capacidades de la familia y, al mismo tiempo, el desamparo por parte del Estado, porque no se activan programas, servicios e instituciones para afrontar esta situación.

			En forma similar, en Amazonas, los niños hijos de una mujer diagnosticada con esquizofrenia padecen severos maltratos por parte de esta mujer sin que ningún programa de salud mental garantice el tratamiento que requiere esta paciente y sin que ninguna autoridad u órgano de protección imponga las medidas de protección inmediatas que este caso amerita. La entrevista realizada al padre de los niños evidencia la exclusión de esta familia, su imposibilidad de acceder a los servicios de salud que requiere con urgencia y la negligencia o incapacidad del Estado para brindar protección a estos niños.

			En todas estas situaciones y, en especial, en contextos de emergencia humanitaria, una de las primeras y más relevantes acciones por parte del Estado es la atención especial e inmediata de los grupos vulnerables y el apoyo y fortalecimiento a grupos familiares. Los principios de la ayuda humanitaria exigen asistir a las familias en riesgo, para que puedan ser prontamente atendidas, acompañadas y debidamente asesoradas ante privaciones, dificultades para manejar los problemas familiares, o directamente en situaciones de violencia intrafamiliar, a los fines de mitigar los daños causados, prevenir la violencia y detener el sufrimiento en la vida de todas las personas, con primacía de los NNAJ.

			En el contexto de la emergencia humanitaria, resulta increíble que una adolescente, sobreviviente de violencia basada en género, reciba como respuesta del Estado la retención y, al parecer, la entrega ilícita de su niño de 8 meses, por razones de pobreza, lo que está explícitamente prohibido por la ley nacional:

			La adolescente tiene un hijo de 8 meses y es sobreviviente de violencia basada en género por parte de su expareja, un hombre de 30 años de edad. Cuando su bebé tenía 4 meses, acudió al Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas para denunciar a su agresor, siendo remitida por dicho organismo ante el Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (CPNNA), dado que la madre no tenía medios para darle de comer. En el CPNNA (…) al escuchar los hechos, le dieron a firmar un documento para ceder en adopción al niño, sin explicar las implicaciones de dicha decisión a la adolescente, la cual entregó a los funcionarios a su bebé junto a la respectiva boleta de nacimiento (entrevista OVV Bolívar).

			Los hechos descritos son actuaciones contrarias a la normativa legal, en la que se prohíbe la entrega del niño por razones de pobreza (LOPNNA, artículo 354) y la entrega del hijo por parte de una madre adolescente a un tercero sin un representante legal o sin proceso judicial (LOPNNA, artículo 414, literal b). Sin embargo, el reclamo legal de la joven y su exigencia de reintegro de su hijo, nueve meses después, no había tenido respuesta.

			Violencia estructural

			La emergencia humanitaria que afecta a toda la población del país tiene en niños, niñas y adolescentes sus principales víctimas. Para la mayoría de las familias, la severa escasez e imposibilidad de acceder a los alimentos se evidencia en pobreza extrema, hambre y sufrimientos que nunca antes habían vivido. La pauperización de las familias se reconoce en mediciones sobre inseguridad alimentaria, desnutrición, pérdida de peso, enfermedades y mortalidad infantil. 

			Entre una de las entrevistas realizadas en Guárico, se conoce el caso de un niño diagnosticado con desnutrición a los 5 meses de nacido, el cual, si bien pudo recuperarse con su asistencia a un programa humanitario de atención nutricional con apoyo del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF por sus siglas en inglés), poco tiempo después muestra nuevamente signos evidentes de desnutrición. La mujer entrevistada refirió que sabe que en esa misma comunidad hay otros niños con problemas de crecimiento y peso, que había fallecido una niña de 2 años por la severa desnutrición que presentaba y que, además, uno de sus sobrinos había muerto; su madre logró llevarlo al hospital, pero allí no tenían los insumos para hidratarlo; la madre salió a buscar el suero, pero, al regresar al hospital, su hijo ya había muerto (entrevista OVV Guárico).

			Por otra parte, en entrevistas realizadas a adolescentes y jóvenes se recaban testimonios sobre la falta de alimentos: expresan que “se acuestan sin comer”, que en su casa han estado “hasta dos días sin comer” (entrevista OVV Nueva Esparta). Otra adolescente, de un hogar que antes fue de “clase media”, cuenta que su salud se vio comprometida por una enfermedad del colon debido a su precaria alimentación (entrevista OVV Falcón). Estos son daños ocultos que generan costos físicos y económicos en las personas y familias que los enfrentan sin apoyo alguno, con sus propios medios, porque el Estado no ofrece oportunidades de acceso regular de la población a los alimentos, a servicios de salud, medicinas y otros recursos esenciales para la vida. 

			La pobreza se extiende a toda la población. Una profesional de la docencia afirma que las educadoras trabajan en labores de limpieza para obtener los ingresos que necesitan:

			Te digo que actualmente tenemos docentes que tienen una carrera que sacaron [luego de] sus cinco años de estudio… que están trabajando, me van a disculpar que el trabajo no, como te diría yo, no hace ver mal a la persona, pero están trabajando en casas de familia. Cuando salen de la institución sale [a trabajar como aseadora] a la casa de familia (entrevista OVV Lara).

			Algunas entrevistadas informan que, para calmar el hambre a los niños, les hacen teteros con “el agua de harina pan, o el agua de pasta o el agua de arroz sin leche, con azúcar, se lo endulzan, sí” (entrevista OVV Sucre) y así los niños se desnutren; en esa misma entrevista se informa de las muertes de dos adolescentes por entrar a robar unas verduras en un conuco. 

			En uno de los hospitales públicos se informa sobre la muerte de niñas y niños por desnutrición y por enfermedades asociadas a la situación económica y social: 

			Cerca del 70 % aproximadamente de los niños que ingresan en la Unidad de Pediatría del Hospital (…) vienen de ese entorno familiar o sea de pobreza extrema que son los que al final llevan a la patología con la que los niños llegan (…) llegan con parasitosis intestinales múltiples, por la vía oral con áscaris lumbricoides. Esos nos llegan muy frecuentemente y todo viene de este entorno familiar. Sabemos que tener este entorno familiar, sabemos que tener este entorno social o económico-social predispone a los niños a que, bueno, tomen agua que no es tratada y [eso] complica las diferentes infecciones (…) nos llegan muchísimos niños con infecciones respiratorias por los cambios climáticos, afecciones virales, entonces sumemos que no hay gas doméstico (…) Entonces sí está visto cómo la situación económico-social en Venezuela ha empeorado muchas de las patologías (…) ahora están llegando en peores condiciones los chamos porque, entonces, súmale a que llega una enfermedad diarreica aguda, que llegan desnutridos. Entonces un niño que llega desnutrido tiene un sistema de defensas muy bajito. Entonces, con esta base se enferma o con cualquier enfermedad que le agarre se va a empeorar mucho más rápido y, entonces, si no tenemos las características en el hospital para atender a los chamos… no contamos muchas veces con los antibióticos que necesitan ni con los diferentes materiales para atenderlos y los familiares por esta misma condición no tienen para comprar las cosas que les hacen falta y, bueno, se nos complica el chamo y muchos de ellos fallecen (entrevista OVV Monagas).

			En esta misma entrevista se afirma que las enfermedades asociadas con la pobreza no solo se relacionan con nivel de ingresos o inseguridad alimentaria, sino que también se refieren al deterioro de la calidad de vida, a la precariedad de los servicios básicos y a situaciones de trabajo infantil: 

			… los familiares han optado por cocinar a leña y entonces esto es grave. Tú no te quieres imaginar la cantidad de niños que llegan con problemas respiratorios y/o también puedo sumarle a los niños que trabajan en la calle, que trabajan en diferentes trabajos en el campo, que llegan por accidentes laborales: cortaduras, que si se caen, que si se lo llevó una yegua, una mula, porque estaban con una mula trabajando y la mula se desbocó y llegó el niño accidentado; que si estaban quemando, no sé, un sembradío y se quemaron los niños, que se hayan quemado dos, como preparan su mechurrio en las noches porque no hay electricidad o jugando con el mechurrio y, jugando, se queman… (entrevista OVV Monagas).

			La ausencia o mal desempeño de los servicios básicos causa daños, muertes y privaciones permanentes de garantías del derecho a un nivel de vida adecuado. Un niño en Caracas muere al caer en el foso de un ascensor cuando se interrumpió el servicio eléctrico; en Monagas y Delta Amacuro, se conoce de adolescentes que mueren electrocutados al recibir accidentalmente la descarga de unos cables de electricidad que estaban expuestos en su vecindario, sin ninguna previsión. 

			La escasez y la falta de alimentos en los hogares pueden ser causa de conflictos y tensiones familiares. Se identificaron casos de graves lesiones y daños, propiamente trato cruel, de niñas y niños que les pedían comida a sus padres, o por comer el alimento disponible en la nevera. Por este último motivo, en Falcón, una niña de 5 años resulta herida con correazos en su rostro, brazo y piernas. En Miranda, otra mujer, de 31 años, fue detenida por haber quemado el rostro de su hijo de tres años porque se había comido una mortadela. 

			Pero la falta de alimentos en los hogares tuvo otras graves consecuencias, como la deserción escolar de adolescentes y niños, que dejaron la escuela para ir a trabajar, procurando algún ingreso en los hogares. También la pobreza hizo reaparecer la mendicidad y la permanencia en la calle como una estrategia para la sobrevivencia de sus familias. En varios estados del país se manifiesta el abandono escolar asociado al trabajo infantil de niños y adolescentes: “los que mayormente trabajan son los del sexo masculino y en edad de 10 años en adelante (…) la situación actual los ha hecho que busquen la comida de la casa, ya que en muchos casos no se cuenta” (entrevista OVV Lara). 

			No se ha cuantificado cuántos ni quiénes son los niños que están mendigando en las calles en cada municipio del país. Es preciso enfatizar que no son “niños de la calle”. A su corta edad, tienen la mendicidad como forma de vivir, pero son niños y adolescentes cuyas madres, padres y familiares deben ser ubicados y auxiliados por el Estado para el cumplimiento de sus responsabilidades parentales, tal como lo establece el artículo 75 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV de 1999) y el artículo 5 de la LOPNNA. Corresponde a la autoridad pública hacerse cargo de su ubicación y de la protección de esta población; el incumplimiento de esta competencia que la ley nacional atribuye a los Consejos de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes y a los Consejos Municipales de Protección califica como negligencia y omisión en el cumplimiento de obligaciones que son prioritarias.

			En muchos hogares, las rutinas cambiaron y las salidas a la plaza o al parque para jugar fueron sustituidas por la búsqueda del agua que nunca llega al vecindario, o por traslados para ir a cortar leña para cocinar, pues el gas doméstico no volvió a aparecer en sus comunidades. Una adolescente declara:

			Yo a veces he pasado todo un día cargando agua (yendo y viniendo con una carreta) para llenar unos pipoticos (…) Se lleva como 11 tobos. Después al otro día uno no se puede parar de la cama. No joooo… es muy fuerte buscar el agua todos los días para lavar, fregar, cocinar… (entrevista OVV Nueva Esparta).

			Al referir las enormes privaciones que implica vivir sin tener garantizados los servicios más básicos para la subsistencia, las personas expresan que esta situación “los está matando”:

			Con esta pandemia, y los problemas de falta de luz, agua, comida y gas, por nombrar algunos servicios, eso nos está matando. A veces no hay gas para cocinar y cocinamos en leña. El agua no es constante, tenemos potes para poder hacer cosas en la casa, y la luz se va a cada rato (entrevista OVV Sucre).

			“Todo está dañado, las tuberías están dañadas, los servicios eléctricos, el gas se les acaba a las personas del CLAP” (entrevista OVV Monagas).

			En esta Venezuela transformada por el empobrecimiento, la falta de los servicios básicos y la ausencia de servicios sociales, hay niñas que crecen siendo las madres y cuidadoras de sus hermanos; adolescentes que, desde niños, trabajan para llevar ingresos a sus familias. En Nueva Esparta, una niña va a la playa para hacer trueque con las sardinas y se encarga de buscar dónde conseguir los alimentos más económicos para rendir los pocos ingresos:

			Tengo que caminar demasiao [sic] para ver dónde están las cosas más baratas. Me paro a las cinco de la mañana, les dejo todo listo y a las diez ya estoy aquí ya. Todos los sábados mi papá me da una plata para ir a comprar la comía [sic]. Ayer tenía que ir, pero no tenía para el pasaje [se ríe]. Pero, ahí yo tengo. Ya había comprado anteriormente y lo había guardado (entrevista OVV Nueva Esparta).

			Otro adolescente entrevistado por el OVV en Nueva Esparta expresa su deseo de seguir estudiando para avanzar un poco más de la escolarización que lograron sus familiares. Mientras tanto, su prioridad es pescar y hacer trabajos para que sus hermanos puedan tener alguna comida cada día. Conociendo estos testimonios, es necesario preguntar qué consecuencias tendrá esta difícil vivencia de lucha por la sobrevivencia y la carga familiar en la formación personal y el desarrollo de estos adolescentes.

			En la próxima sección de este libro, se amplía la información sobre los resultados de la investigación cualitativa, documentando varios casos de vulneración del derecho a la salud y a un nivel de vida adecuado.

			Resultados de la investigación de datos cuantitativos: las cifras de la violencia contra NNAJ

			A continuación, exponemos los datos cuantitativos sobre la situación de violencia que afecta a NNAJ en Venezuela en el año 2021, recabados y analizados por el OVV.

			Este capítulo informa sobre los datos conocidos acerca de los siguientes indicadores: 

			1) Total de delitos contra niños, niñas, adolescentes y jóvenes (NNAJ)

			2) Homicidios de NNAJ 

			3) Infanticidios 

			4) Muertes en averiguación 

			5) Lesiones personales en NNAJ 

			6) Violaciones.

			A continuación, los resultados:

			Total de delitos de violencia interpersonal registrados contra niños, niñas, adolescentes y jóvenes (NNAJ) en Venezuela 

			En el cuadro 1, se presentan cifras absolutas sobre delitos cometidos contra NNAJ en 2021. Son cifras que permiten caracterizar la situación de violencia contra esta población y estimar su cuantía en este año 2021. Se diferencian cinco tipos distintos de delitos, pudiendo apreciarse la cuantía de los delitos letales en las cifras de homicidios, las muertes por actuación policial y las muertes por delitos que están en averiguación. Todas las cifras presentadas se refieren a daños graves y muertes en esta población que deberían ser conocidas y debidamente atendidas por las autoridades públicas, así como generar respuestas apropiadas para la protección de esta población que, como aquí se evidencia, es claramente vulnerable y debería ser protegida mediante políticas, planes e inversiones públicas.

			Cuadro 1. Delitos cometidos contra niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Venezuela 2021

			
				
					
					
				
				
					
							
							Tipo de delito

						
							
							N.º de delitos contra NNAJ

						
					

					
							
							Homicidio

						
							
							906

						
					

					
							
							Lesiones personales

						
							
							1863

						
					

					
							
							Muertes en averiguación (incluye desaparecidos)

						
							
							1595

						
					

					
							
							Muertes por “resistencia a la autoridad”

						
							
							465

						
					

					
							
							Violaciones

						
							
							267

						
					

					
							
							Total

						
							
							5096

						
					

				
			

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Como se aprecia en el cuadro 1, los NNAJ son víctimas de un total de 5096 delitos, una cifra que permite estimar que, cada día de este período, se cometieron 14 delitos contra esta población, sin contar otros tipos de delitos de los que pudieran ser objeto los NNAJ. Se trata de delitos que generan daños irreparables, injustificables, y sorprende observar que, en 1595 de los casos, no hay conocimiento sobre la causa de esa muerte violenta, sobre si califica o no como homicidio o como una ejecución extrajudicial; eso añade a estos casos la posibilidad de impunidad de los criminales y la injusticia y vulnerabilidad de las familias ante la actuación de criminales o ante la acción negligente y/o violatoria de derechos humanos de funcionarios policiales. 

			Enfocando el análisis solo en las cifras de homicidios y muertes en situaciones de presunta “resistencia a la autoridad”, entre los años 2019 y 2021 (cuadro 2) fallecen, por muertes violentas, 6917 niños, niñas, adolescentes y jóvenes. 

			Cuadro 2. Muertes violentas de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Venezuela 2019-2021

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Muertes violentas

						
							
							2019

						
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							Totales

						
					

					
							
							Homicidios

						
							
							2168

						
							
							1191

						
							
							906

						
							
							4265

						
					

					
							
							Resistencia

						
							
							1283

						
							
							904

						
							
							465

						
							
							2652

						
					

					
							
							Total

						
							
							3451

						
							
							2095

						
							
							1371

						
							
							6917

						
					

				
			

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Al comparar el indicador de muertes violentas en estos tres años, se observa una disminución interanual de las cifras absolutas, comportamiento que puede ser explicado, al menos parcialmente, como una respuesta a las restricciones de movilidad impuestas por la pandemia del COVID-19 y la consecuente parálisis de las actividades económicas y sociales, patrón este que puede ser identificado a escala global en otros países. Al intentar comprender la tendencia exhibida por el aludido indicador, es importante considerar la influencia de otras variables que podrían estar determinando esta disminución, como es el incremento de la migración de adolescentes y jóvenes, que en Venezuela ha sido considerablemente alta. En datos de la ENCOVI 2021, el 51 % de los venezolanos que migran son jóvenes de entre 15 y 29 años (Universidad Católica Andrés Bello, 2021), justo la franja etaria que los estudios del OVV de años anteriores identifican como la más vulnerable a la mortalidad por causas violentas. 

			Homicidios de niños, niñas, adolescentes y jóvenes

			En 2021 se contabilizaron 906 homicidios cometidos contra NNAJ. Como se aprecia en el cuadro 3, al comparar las cifras de homicidios en el último trienio, impresiona reconocer la muerte por esta causa violenta de 4265 NNAJ, lo que advierte la vulnerabilidad de esta población. En promedio, cada día de estos tres años, en Venezuela ocurrieron cuatro muertes por homicidio de NNAJ. El análisis de los datos del trienio considerado evidencia que la participación porcentual de las muertes violentas de NNAJ en la globalidad del total nacional supera el 25 %, revelando la inexistencia de condiciones de seguridad y protección para esta franja etaria de la población cuya seguridad se supone debería ser prioritaria.

			Cuadro 3. Homicidios de niños, niñas, adolescentes y jóvenes, y su porcentaje en comparación con el total de homicidios ocurridos en Venezuela 2019-2021

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Indicador

						
							
							2019

						
							
							2020

						
							
							2021

						
							
							Total

						
					

					
							
							Homicidios de NNA y jóvenes

						
							
							2168

						
							
							1191

						
							
							906

						
							
							4265

						
					

					
							
							% de homicidios NNAJ con respecto al total de homicidios registrados en todos los grupos de edad

						
							
							29

						
							
							25

						
							
							26

						
							
							--

						
					

				
			

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Es necesario analizar cómo incluso en período de confinamiento, con el fuerte control policial en la mayoría de las localidades, se producen homicidios en todos los años y en todos los grupos de edad. Al hacer la comparación de 2020 con 2019, el decremento puede atribuirse a la paralización y limitación de la circulación de personas en todos los territorios; otra explicación posible se refiere a la disminución de las capacidades para el registro de estas muertes por parte de los cuerpos policiales. En el grupo de edad de niños, la mortalidad en 2020 se reduce a un 45 % en comparación con el año 2019, en la de los adolescentes a un 53,5 % y es mayor en el grupo de juventud, con un 56 %.

			Con los datos disponibles, es posible apreciar que, entre 2020 y 2021, las cifras de mortalidad por homicidios son bastante cercanas en el grupo de 0 a 11 años, mientras que se aprecia una reducción interanual en el grupo de adolescentes y de jóvenes (cuadro 4). 

			Cuadro 4. Número de muertes por homicidios según grupos de edad (niñez, adolescencia y juventud). Venezuela 2019-2021

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grupos de edad 

						
							
							2019

						
							
							2020

						
							
							2021

						
					

					
							
							0-11 años

						
							
							126

						
							
							57

						
							
							59

						
					

					
							
							12-17 años

						
							
							396

						
							
							212

						
							
							152

						
					

					
							
							18-24 años

						
							
							1646

						
							
							922

						
							
							695

						
					

					
							
							Totales

						
							
							2168

						
							
							1191

						
							
							906

						
					

				
			

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			La comparación de la mortalidad en niños y niñas revela que, en 2021, es mayor el número de niños que mueren (58 %) en comparación con las niñas (42 %). También es posible observar que la mortalidad en niños crece de 39 % en 2020 a 58 % en 2021.

			Al analizar por sexo las muertes por homicidios en el grupo de adolescentes, se aprecia que en todos los años es claramente mayor el porcentaje de estas en el sexo masculino. Sin embargo, es importante observar el incremento en siete puntos porcentuales, entre 2020 y 2021, de la proporción de las adolescentes que mueren por homicidios. Al visualizar los datos correspondientes al grupo de adolescentes en 2021, un 77 % de las muertes son de adolescentes hombres y la mortalidad de las adolescentes representa un 23 % de los casos (gráfico 1).

			Gráfico 1. Homicidios de adolescentes (12 a 17 años). Venezuela 2019-2021

			[image: ]

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			En el gráfico 2 se observa que hay una marcada diferenciación por sexo de la mortalidad por homicidio de personas jóvenes, siendo los hombres jóvenes la mayor proporción de las víctimas en todos los años. Sin embargo, debería ser observado el aumento de los homicidios de mujeres jóvenes en 2021, con un incremento de 4 puntos porcentuales en relación con el año anterior, lo que exige examinar factores y rasgos que permitan caracterizar el perfil de esta victimización, valorando si estos casos califican como feminicidios.

			Gráfico 2. Homicidios de jóvenes de 18 a 24 años. Venezuela 2019-2021
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Infanticidios

			Dentro del total de delitos de homicidio, es importante observar la ocurrencia de casos que califican como infanticidios, concebidos como la muerte a un niño o niña menor de un año de edad (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, Clasificación Internacional de Delitos con Fines Estadísticos, versión 1.0, marzo de 2015, p. 33).

			En el Informe Anual de OVV 2021, se reportan 20 infanticidios en 2021 que tuvieron como victimarios, en un 100 % de los casos, a padres y familiares. Es una cifra referida a muertes que califican como hechos distintos a accidentes dentro del hogar, pues se trata de actos que utilizan la violencia con la intención de hacer daño a estas víctimas. El monitoreo y oportuna denuncia de situaciones de trato cruel o de negligencia en el cuidado o atención a esta población es fundamental para evitar la ocurrencia de estos hechos.

			Es una cifra que no se reduce; se mantiene debido al claro fracaso o imposibilidad del Estado, las familias y la sociedad para prevenir estas muertes. En su mayoría, son muertes que podrían ser evitadas, advirtiendo oportunamente graves problemas familiares que deben ser conocidos y apropiadamente atendidos por los Consejos de Protección, Defensorías, ambulatorios y programas de protección, órganos y servicios que deberían contar con recursos para detectar estos casos, recibir la denuncia de otros familiares y vecinos y actuar oportunamente. 

			La sociedad está conociendo estos casos de manera forense, cuando ya ocurrió el crimen, pero algunas noticias publicadas sobre estos hechos advierten de un agresor que podría estar actuando con impunidad. Como ilustración puede mostrarse el caso del niño de 11 meses que fallece en el Guásimo (Táchira) debido a las condiciones de explotación y de abusos de su padre contra él y sus hermanos. Los vecinos habían denunciado ante la Alcaldía de Guásimo que a estos niños los ataban, los dejaban sin alimentos, los mantenían desnutridos para tenerlos mendigando. A pesar de estas denuncias de los vecinos, ninguna autoridad evitó la muerte de este niño de 11 meses. Es necesario el fortalecimiento de las instituciones y servicios de protección y la formación de la ciudadanía en el conocimiento y exigibilidad de los derechos humanos de la niñez.

			Muertes en averiguación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes

			Las cifras de muertes en averiguación —donde también se incluyen casos de desapariciones— de NNAJ evidencian un paulatino y preocupante aumento en este trienio. Los casos de muertes en averiguación alcanzan la cifra de 1595 NNAJ en 2021, lo que significó un aumento de 24 % con respecto a 2019. Estas cifras reflejan la delicada situación de indefensión y vulnerabilidad de esta población, cuya muerte no logra ser esclarecida, o su desaparición no es resuelta, aun cuando se trata de una población a la que el Estado, las familias y la sociedad le deben protección y cuidados especiales. La cifra total de 4466 casos de muertes en averiguación de NNAJ entre los años 2019 a 2021 resulta un escándalo, especialmente por lo que podría representar en términos de impunidad de los perpetradores y vulnerabilidad de las víctimas (cuadro 5). 

			Cuadro 5. Total de muertes en averiguación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Venezuela 2019-2021

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Categoría
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							2020

						
							
							2021

						
					

					
							
							Total general

						
							
							4102

						
							
							4910

						
							
							4923

						
					

					
							
							Casos de NNAJ

						
							
							1289

						
							
							1582

						
							
							1595

						
					

					
							
							Porcentaje

						
							
							31 %

						
							
							32 %

						
							
							32 %

						
					

				
			

			Nota: dentro de las muertes en averiguación se incluyen casos de desapariciones de NNAJ

			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			En el gráfico 3 puede apreciarse cómo, en la población de niñez, adolescencia y juventud, el grupo de edad de los niños y las niñas (0 a 11 años de edad) representa, en forma notoria, la población con la mayor cifra de muertes en averiguación en los años 2019, 2020 y 2021. Son 2129 muertes de niños y niñas en 3 años, de las que se ignora si lo que ocurrió fue un accidente, extravío, homicidio u otro delito. Son datos que, además, coinciden con la afirmación del mayor riesgo que sufría la población más vulnerable en estos años de confinamiento en los hogares. La magnitud de este dato relativo a muertes ocasionadas a niños y niñas debería ser objeto de una alarma nacional, de medidas urgentes y prioritarias para salvar a esta población en riesgo. Pero aquí tenemos una cifra fría ante un Estado indolente y una precaria respuesta ciudadana ante hechos tan graves y pérdidas irreparables. Otra observación ante estas cifras es que puede evidenciar lo poco eficaz de la institucionalidad de protección y de la investigación y administración de justicia que mantiene muchos de estos casos en averiguación, bien sea porque no se completa la investigación, porque esta no es concluyente o porque no ha sido posible una decisión que califique el caso como delito, que lo solucione o que localice o rescate a las personas desaparecidas.

			Gráfico 3. Muertes en averiguación en la población de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Venezuela 2019-2021
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Discriminando estos datos por sexo y grupos de edad, se observa que el sexo masculino representa, en los tres años, los mayores porcentajes, aunque los casos de muertes en averiguación de las niñas se incrementan en 2021 (gráfico 4). 

			Gráfico 4. Porcentaje de muertes en averiguación de niños y niñas (0 a 11 años)
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			En el gráfico 5 se aprecia que, en las edades de 12 a 17 años, es mayor la cuantía de las muertes en averiguación de los adolescentes varones, lo que debería ser objeto de una detallada investigación para discriminar si se comprueban las presunciones de estos casos y el perfil de las víctimas. A esos propósitos, habría que diferenciar si se trata de muertes por armas de fuego, cuántos de esos casos son desapariciones y qué porcentaje son muertes, pero sin determinación del tipo de delito ocurrido. Aunque las cifras discriminan claramente para diferenciar a los adolescentes varones como principales víctimas, el dato deja muchas interrogantes planteadas en cuanto a la naturaleza de estas muertes o desapariciones. En cualquiera de las situaciones, es imperativo el garantizar el acceso a la justicia para las familias, el esclarecimiento de los hechos y, si procede, el debido enjuiciamiento de las personas que pudiesen ser señaladas como responsables. 

			Gráfico 5. Porcentaje de muertes en averiguación de adolescentes (12 a 17 años)
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Desde un enfoque preventivo, es necesaria la formación del personal de los órganos receptores de denuncias y de los funcionarios de administración de justicia en protocolos de investigación de muertes violentas de niñas y mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), en criterios e indicadores para el monitoreo y seguimiento de desapariciones que pudiesen estar asociadas a delitos de trata de personas o explotación sexual. Ciertamente, en estas situaciones la calidad de la investigación y el seguimiento a los casos es una garantía de los derechos a la vida, a la seguridad y protección de las víctimas.

			En el gráfico 6 es apreciable que el porcentaje de muertes en proceso de averiguación legal es claramente mayor en los hombres jóvenes, al comparar las cifras de las mujeres en ese rango de edad. Al respecto, hay que observar que los hombres jóvenes son las principales víctimas de homicidios y de resistencia a la autoridad en el país, y este indicador se ha mantenido inalterable por muchos años. Ciertamente, tener presentes estas cifras advierte sobre la relevancia de avanzar en la investigación y conclusión de estos casos. Si los procedimientos de los órganos de administración de justicia continúan y son completados, es posible comprender estos hechos y promover las medidas de prevención y de protección, bien sea si el esclarecimiento de los hechos concluye que la mayoría de los casos deriva en que lo que ha ocurrido es un homicidio o en que la muerte es calificada como un caso de “resistencia a la autoridad”.

			Gráfico 6. Porcentaje de muertes en averiguación de jóvenes (18 a 24 años)
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Lesiones de niños, niñas, adolescentes y jóvenes

			Al observar el comportamiento del indicador “lesiones personales” en los años 2019 y 2020, se pudo observar la tendencia a un incremento en el número de las lesiones personales y a una variación en la composición etaria de las víctimas (gráfico 7). 

			Gráfico 7. Número de casos de lesiones personales contra niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Venezuela 2019-2021
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Si bien se aprecia que, a mayor edad, aumenta la incidencia de lesiones personales, siendo claramente afectado el grupo de jóvenes, también es necesario afirmar que el delito de lesiones personales contra niños, niñas y adolescentes no se detiene, lo que advierte que no bastan las leyes o la promoción de las normativas: es importante un trabajo educativo y cultural para promover conciencia social sobre el cuidado y protección de esta población. Al observar las cifras correspondientes al grupo de niños, niñas y adolescentes, también se plantea la interrogante en cuanto a si, en estos casos, los hechos conocidos son tipificados como “trato cruel o maltrato”, que es un tipo penal distinto, tipificado en la LOPNNA (artículo 254) y lo habitual es no calificar o registrar la denuncia como un delito de “lesión personal”.

			Violaciones de NNAJ

			Al estudiar los registros sobre casos de violaciones, destaca el notorio incremento de este delito en el año 2020 (gráfico 8). O, más propiamente, del incremento de las denuncias por delito de violación en los grupos de edad que involucran NNAJ, siendo las niñas, las adolescentes y las jóvenes las principales víctimas (gráfico 9). En el año 2020, año de las restricciones sanitarias y de la exigencia del confinamiento, se evidencia lo que las autoridades de la Organización de Naciones Unidas (ONU) y de la Organización Mundial de la Salud (OMS) han alertado, es decir, el incremento a escala mundial de la comisión de este grave delito que atropella la dignidad y la integridad personal de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes.

			Gráfico 8. Violaciones de niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes. Venezuela 2019-2021
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Gráfico 9. Violaciones de niños, niñas, adolescentes y jóvenes según sexo. Venezuela 2020-2021
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			Fuente: Observatorio Venezolano de Violencia, 2021

			Adicionalmente, el gráfico 8 muestra que el delito de violación tiene, en el grupo de edad de adolescentes, la mayor victimización en 2020 y 2021, pero sorprende identificar que sean los niños y niñas la mayor cantidad de las víctimas en 2019 y que este delito tenga una cuantía mayor en los años siguientes, para un registro de 147 víctimas en el trienio 2019 a 2021; mientras que en el gráfico 9, donde se muestra la distribución por sexo del delito de violación (2020-2021), es claro que las víctimas son principalmente niñas, adolescentes y mujeres jóvenes; sin embargo, es necesario analizar cómo este delito ocurre contra niños, adolescentes y hombres. En términos porcentuales, las niñas, adolescentes y mujeres jóvenes son violentadas por este delito en 88 % de los casos registrados de 2020 (311 de 354 en total) y un 89 % en 2021 (238 de 267 en total), mientras que los niños, adolescentes y hombres son víctimas en un 12 % de los casos en 2020 y un 11 % en 2021. 

			Análisis

			Una comparación de estos datos en los años 2019, 2020 y 2021 permite observar la alta incidencia de eventos violentos contra la población de 0 a 24 años de edad, incluso en períodos de restricciones y confinamiento, en los que se redujo considerablemente la movilidad de las personas y se incrementó el control policial en las calles y comunidades. Con la pandemia se paralizó el país, pero la muerte y otras formas de violencia contra NNAJ no se detuvo, y se muestra en una cuantía considerable.

			Aunque puede observarse una reducción del número de delitos de 2019 a 2020, es necesario apreciar que estas cifras de victimización por violencia en solo tres años dan cuenta de indicadores de violencia de una severidad tal que deberían ser reconocidos y atendidos como daños e impactos que la población recibe y que deberían ser atendidos como asunto consustancial de la crisis humanitaria. 

			La emergencia humanitaria que afecta al país ha sido definida por las organizaciones de derechos humanos como una emergencia humanitaria compleja (CIVILIS, 2017), lo que significa que no es una crisis coyuntural o pasajera, sino que afecta severamente a la población, por lo menos desde 2016 y, desde el principio, con enormes dificultades para acceder a alimentos, con carestía y escasez que impedían la compra hasta de los alimentos y bienes más básicos requeridos por la familia, como aceite, sal, harina, leche, solo por mencionar algunos. Desde años anteriores, pero especialmente desde 2018, se agudiza el deterioro de la calidad de vida con continuas privaciones de los servicios de agua, luz, gas doméstico, aseo, transporte y combustible (gasolina y gasoil); con consecuencias devastadoras en la economía, en los servicios públicos, en las actividades diarias y generando trastornos en la vida cotidiana de las familias, así como pérdidas de recursos y oportunidades. 

			Ocurre además un deterioro institucional con decisiones públicas que quebrantaron el modelo de organización social del Estado concebido en la CRBV y en la legislación nacional. Las autoridades de gobierno incumplieron los principios de independencia y separación de los Poderes Públicos, y quebrantaron la credibilidad de la población en la justicia, el ordenamiento legal y las instituciones. En materia de protección a la niñez, el modelo descentralizado previsto originalmente en la LOPNNA fue sustituido legalmente, para imponer un sistema de protección centralizado al más alto nivel de la administración pública, en el Despacho de la Presidencia de la República, al que se le atribuyeron funciones de jefatura, incluso, de órganos del Poder Judicial. Esta máxima autoridad del Ejecutivo Nacional concentró todo el poder, pero hasta la fecha no ha elaborado ni ha cumplido con sus obligaciones más básicas: no ha aprobado la Política Nacional de Protección a la niñez, ni tiene un plan o inversiones en programas y servicios para la protección inmediata e integral que requieren los NNAJ; en esta situación de emergencia humanitaria compleja, no ha desarrollado programas de protección para poblaciones específicas impactadas por situaciones de violencia y exclusión social. 

			A raíz de la imposición de este modelo centralista, el Sistema Rector Nacional para la Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes quedó paralizado, reducido a su mínima expresión; dejaron de funcionar la mayoría de los Consejos Municipales de Derechos de NNA, los Fondos de Protección y desaparecieron la mayoría de las Defensorías, programas y servicios. Es posible constatar una significativa pérdida de las capacidades institucionales en el Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo y en los órganos judiciales. Los Consejos de Protección que hoy sobreviven en los municipios trabajan con recursos exiguos, sin equipos en muchos casos, sin papel ni tinta para publicar una medida. No cuentan con el número de consejeros requerido ni con equipos multidisciplinarios; tampoco con programas o servicios para dictar medidas de protección apropiadas ante la creciente victimización de niños, niñas y adolescentes.

			El estudio cualitativo documenta casos de hambre, desnutrición, mendicidad, explotación y privaciones de los recursos más básicos, en realidades que califican como vulneraciones del derecho a un nivel de vida adecuado (Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 27) y en los que el Estado ha incumplido con sus obligaciones como garante de este derecho. 

			Los datos que han sido presentados pueden efectivamente ser identificados como realidades propias de una emergencia humanitaria compleja en los términos en los que la define la FAO:

			Una emergencia compleja es una crisis humanitaria grave que suele ser el resultado de una combinación de inestabilidad política, conflictos y violencia, desigualdades sociales y una pobreza subyacente. Las emergencias complejas son fundamentalmente de carácter político y pueden hacer mella en la estabilidad cultural, civil, política y económica de las sociedades. 

			Una crisis prolongada se caracteriza por desastres naturales o conflictos recurrentes, una gobernanza débil, crisis alimentarias continuas, el colapso de los medios de vida y escasa capacidad institucional para reaccionar ante estas crisis (Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, 2022, La FAO en situaciones de emergencia, p. 68).

			Ciertamente, los datos expuestos y, en especial, los testimonios recabados pueden ser descritos en los términos de emergencia compleja que presenta la FAO. Pero también pueden ser claramente asociados a la definición de violencia estructural que ha sido presentada por Galtung:

			La violencia puede ser vista como una privación de los derechos humanos fundamentales, en términos más genéricos hacia la vida, eudaimonía, la búsqueda de la felicidad y prosperidad, pero también lo es una disminución del nivel real de satisfacción de las necesidades básicas, por debajo de lo que es potencialmente posible (Galtung, 2016, p. 150). 

			Las cifras y otros datos que se han presentado constituyen un subregistro; la información obtenida advierte distintos tipos de violencia contra NNAJ y el incremento notorio de algunas de ellas, como es el caso de la violencia sexual y basada en género y la violencia intrafamiliar. 

			Las distintas manifestaciones de violencia contra niños, niñas y adolescentes constituyen violaciones de derechos humanos que vulneran la integridad, la dignidad y el sano desarrollo de esas poblaciones que lo sufren. Se observa cómo este delito aparece en todas las regiones del país estudiadas, teniendo como perpetradores de estos crímenes, en muchos de los casos, a familiares directos y personas que conviven con las adolescentes, niñas y jóvenes.

			En cada uno de los meses del año, se registran casos o situaciones de violencia contra niños y niñas muy pequeños, víctimas de violencia, incluso letal, por parte de sus padres, padrastros, madres u otro familiar; son hechos de violencia que parecen acentuarse en el contexto de las medidas de restricción a la movilidad producto de la pandemia COVID-19 y por la falta de medios de transporte o de servicios e instituciones de prevención o de protección de las personas vulnerables.

			La mayoría de los NNA víctimas no han sido amparados por medidas de protección o no han recibido la protección debida con programas de apoyo psicosocial, acciones para la reparación del daño causado; ni siquiera han contado con el apoyo económico que requieren ante pérdidas o ausencias de familiares. 

			Tampoco han sido implementados programas de prevención de la violencia que brinden resguardo y protección preferente y especial en las comunidades y localidades donde se conocen las mayores cifras de inseguridad y violencia. La política de seguridad resulta más bien una amenaza y es temida por la población de las zonas en las que las bandas armadas han tomado el control. La inexistencia de programas de prevención y de protección integral a NNA víctimas es una grave omisión para la población que afronta riesgos en sus espacios cotidianos de vida, para las víctimas o testigos de delitos, para quienes sufren violencia en sus hogares, en la comunidad, en los centros educativos. Al no existir estos programas especializados, confiables y cercanos, una alta cifra de la población está inerme y sin protección ante situaciones de inseguridad, acoso o cuando sufre daños a su integridad personal. Los Consejos de Protección del país informan la ausencia o precariedad de programas de protección en las localidades. Aunque son muy altas las cifras de muertes violentas de adolescentes y de jóvenes, ningún programa específico ha sido desarrollado para prevenir y detener estas muertes, o para atender las consecuencias de los daños y lesiones que sufren las personas.

			Conclusiones y recomendaciones

			En Venezuela no existe un sistema de información que registre y permita el monitoreo de las situaciones de violencia y vulneración de derechos de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Ninguna institución oficial ha generado el Sistema de Información sobre la Situación de los Derechos de la Niñez. Los pocos datos e indicadores disponibles son limitados, sectoriales, sin continuidad. Las organizaciones de la sociedad civil, ONG de derechos humanos y universidades han venido recabando datos y publicando análisis que documentan la situación de algunos indicadores procurando el conocimiento y análisis del impacto de la violencia en la población. 

			Es necesario identificar y erradicar las muy diversas formas de violencia que se manifiestan y reproducen en la sociedad, en las familias y en prácticas de violencia institucional que pretenden justificar y “naturalizar” o normalizar el daño, la agresión y la muerte contra niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Es rotundamente incierta e injustificable la afirmación de la violencia como un atributo de nuestra identidad nacional: ni somos cultural o históricamente violentos, ni somos merecedores del atropello a nuestra dignidad y derechos. Tampoco es aceptable la pretensión de sentenciarnos a la perpetuidad del autoritarismo y la pérdida de libertades, postrados por el hambre, el miedo y la violencia. 

			Como nos advirtió Nelson Mandela al presentar el Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud: “Muchas de las personas que conviven con la violencia casi a diario la asumen como consustancial a la condición humana, pero no es así. Es posible prevenirla, así como reorientar por completo las culturas en las que impera” (OMS y OPS, 2003, prólogo). Al respecto es imperativo el conocimiento, defensa y ejercicio de derechos y deberes por parte de cada persona, de las familias, las organizaciones sociales y del Estado, como garante de los derechos humanos. En este contexto de violencia generalizada, cada institución y cada individuo tiene la posibilidad y el deber de contribuir a una cultura de paz. Desde el espacio en que se sitúa, cada individuo puede hacer un aporte sustantivo para prevenir situaciones de violencia, apoyando el cuidado y protección de todas las personas y protegiendo nuestro derecho a una vida libre de violencia. 

			Pero el Estado es el principal obligado, es el garante de la justicia, de la seguridad ciudadana y de la vigencia del Estado de Derecho. Es imperativo el cumplimiento de su obligación de formular e implementar políticas públicas que garanticen a todas las personas el derecho a la vida, a la integridad personal y a una convivencia social con seguridad y libertad. Estas políticas deben ser respetuosas y garantistas de los derechos humanos y en ningún caso pueden justificar la actuación arbitraria, lesiva y violatoria de DDHH por parte de los funcionarios e instituciones públicas. Por otra parte, con un enfoque integral y preventivo, los lineamientos y directrices de la política requieren acciones intersectoriales y la participación de los distintos niveles de gobierno para que los servicios y programas de protección sean accesibles, oportunos y de calidad.

			Entre las medidas más urgentes está la creación, recuperación o fortalecimiento de las instituciones, órganos y servicios que garanticen el derecho de las víctimas a recibir protección inmediata, apropiada e integral, ampliando las garantías de acceso, cobertura y aseguramiento de la calidad de la atención. Entre las decisiones públicas más urgentes está la de ampliar la oferta de servicios en todos los municipios, desarrollar mecanismos para que la ciudadanía, pero en especial para que las niñas, niños, adolescentes y mujeres puedan presentar por sí mismos denuncias y peticiones de protección, formación de los funcionarios para el conocimiento de protocolos y garantías de derechos humanos y programas especializados en la protección de la integridad personal de las víctimas y en su rehabilitación física y psicosocial (inclusivos y respetuosos de la diversidad).

			Uno de los más importantes desafíos está referido a restituir los derechos económicos y sociales que están siendo incumplidos para la mayoría de la población, generando empobrecimiento, miseria y privación de alimentos, medicinas y de los servicios más básicos para garantizar la sobrevivencia, la salud y un nivel de vida adecuado. La violencia estructural causa muertes, daños y privaciones, por lo que es imperativo responder apropiadamente a la emergencia humanitaria compleja en forma integral y equitativa. La vigencia del Estado social de derecho y de justicia es requisito y condición necesaria para abolir la inseguridad alimentaria, las muertes asociadas a la pobreza, la imposibilidad de acceder al agua potable y otros servicios públicos que garantizan salud y calidad de vida.

			Es necesario denunciar la situación de abandono y precariedad de los hospitales públicos, la pretensión de privatizar la salud y colocar la responsabilidad de dotación y mantenimiento de los hospitales en las personas y familias que requieren los servicios. No podemos aceptar como “normal” que en los hospitales públicos no funcione el laboratorio, que no existan rayos X, o que las madres deban acudir con sueros, yelcos y goteros para que sus hijos sean atendidos. Tampoco es apropiado que sean los familiares quienes deban llevar cloro y desinfectante, o que sea tarea de paciente y familiares el aseo de los espacios y equipos hospitalarios.

			El Estado está obligado a cumplir su obligación de garantizar la vida y la protección de los niños y las niñas enfermos, los que requieren protección de manera urgente para que cese la violencia en sus cuerpos y en sus vidas. Es necesario alzar la voz por los niños y las niñas que no pueden expresarse por sí mismos; es nuestro deber como ciudadanos ser solidarios y exigir el derecho a la salud y el derecho a la vida junto a las familias, el gremio médico y las comunidades afectadas. 

			Constituye una prioridad pública promover conciencia social sobre la prioridad de la protección de la infancia como período crucial del desarrollo humano, reconociendo lo decisivo del aporte de las familias, escuelas e instituciones fundamentales para la formación, cuidado y apoyo del pleno y apropiado desarrollo de la niñez y la juventud. Cuando la normativa legal exige el cabal cumplimiento de las responsabilidades parentales en la manutención, cuidado y protección de los hijos establece como hechos punibles la negligencia y la omisión en el ejercicio de las responsabilidades parentales, pero asimismo demanda el deber del Estado de fortalecimiento y apoyo a las familias sometidas a situaciones de empobrecimiento e inseguridad alimentaria. 

			Es preciso generar acciones educativas y medidas institucionales orientadas a erradicar el castigo físico y humillante. A estos propósitos, se requieren estrategias educativas para un cambio cultural dirigido a modificar patrones culturales y normas sociales que justifican el abuso de poder y la violación de derechos humanos por parte de padres, educadores, funcionarios y autoridades públicas. Los patrones de crianza y formación basados en enfoques punitivos y represivos desconocen el impacto del autoritarismo, de la discriminación y del uso de la coerción en la integridad personal y en el desarrollo humano. Son estrategias que impiden el aprendizaje de autonomía, capacidades morales y la formación en el ejercicio de derechos y deberes ciudadanos. Pero también son delitos, son violaciones de la normativa de derechos humanos y como tales deben ser denunciados y sancionados.

			En especial para erradicar la violencia basada en género, es necesario involucrar a autoridades locales, instituciones educativas, pero también a familias y comunidades en el compromiso por alcanzar el Objetivo 5 de la Agenda ONU 2030, para el logro de la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas (ONU, 2015, Objetivo 5 de Desarrollo Sostenible). 
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			Las múltiples victimizaciones de los jóvenes y la policía

			Roberto Briceño-León

			Su madre decía que era un joven tranquilo y sano, y que no le gustaba meterse en problemas. Podía ser por su carácter natural, afirmaba, aunque también se lo atribuía a la formación religiosa que desde chiquito le habían dado, cuando se lo llevaban todas las tardes a los servicios que se celebraban en la iglesia protestante que había construido junto con otros vecinos en el barrio. Luego, cuando se hizo adolescente, dejó de asistir al culto, pero siguió siendo pacífico a pesar de los retos y agresiones que recibía de los otros jóvenes que se apostaban en la sinuosa escalera que debía subir cada día para poder llegar a su casa, en la parte alta del barrio. 

			En una oportunidad había una redada de la policía en la zona. Era un sábado y él regresaba de la tienda de videos piratas donde acostumbraba comprar las películas para el entretenimiento familiar del fin de semana. Lo detuvieron, lo revisaron, lo interrogaron y luego le pidieron la factura de las películas. Argumentó que ellos sabían que no daban facturas, que las había comprado con su dinero, pero como no podía demostrar que las había adquirido legalmente, los policías se las “decomisaron”. Jonatan se tragó su rabia y con cristiana resignación se fue a ver televisión en su casa. 

			Meses después, no supo precisar el tiempo exacto, había salido una tarde con su novia de paseo y, de regreso al barrio, se toparon con la banda que siempre lo molestaba y lo retaba. No era nuevo; ya había pasado por lo mismo otras veces y, como siempre, él soportaba con tranquilidad los desplantes y las humillaciones, y evitaba el enfrentamiento que los otros buscaban. Pero esta vez fueron demasiado lejos: no solo lo empujaron a él con desprecio, sino que manosearon a su novia sin que él pudiera hacer nada. Ese día, en medio de su furia, decidió que se compraría una pistola para no dejarse humillar y poder defender a su novia. A las semanas pudo conseguir un arma con unos primos que vivían en otro barrio y la empezó a pagar a escondidas de su madre. Al poco tiempo se dio cuenta de que estaba solo y de que necesitaba un grupo para poder defenderse, así que se buscó unos amigos y empezaron a hacer unos trabajitos para poder pagar las deudas de sus armas. Allí vinieron los enredos, los enfrentamientos y las muertes que lo llevaron al retén de menores donde lo encontramos. No quiso decir, por cautela legal o vergüenza cristiana, a cuántos había matado; pero continuó hablando y reflexionando sobre su corta vida y su madre. Luego de una pausa, nos confesó con aguda inteligencia que él solo había querido defenderse de la otra banda. Luego, bajando la voz, se preguntó: “Y al final, ¿qué fue lo que yo hice?”. Y con un dejo de amargura se respondió: “Organicé otra banda más”.

			Sobrevivir en el barrio

			No es fácil sobrevivir en el barrio. A las carencias materiales que puede tener una familia, se suma una cultura de agresión y defensa que se ha ido construyendo con años de violencia. Los jóvenes buscan sobrevivir a través de dos rutas no siempre fácilmente diferenciables: escapando de los círculos de violencia o tomando partido por la violencia. En ambos casos se enfrentan a múltiples victimizaciones. 

			En Venezuela, luego de haber padecido dos décadas de altos niveles de violencia expresados en las más altas tasas de homicidio de la historia nacional y una de las más altas en América, hay una generación que creció y se socializó en contextos violentos de convivencia y resolución de conflictos. Son niños y jóvenes de entre diez y treinta años de edad, que crecieron observando, sufriendo o cultivando la extrema violencia que ha vivido el país. 

			Sus familias hicieron notables esfuerzos por alimentarlos, vacunarlos y ofrecerles educación, para que pudieran crecer sanos y sobrevivir a las enfermedades y para que lograran educarse y prepararse para ingresar al mercado de trabajo con destrezas y honestidad. Pero las familias no logran controlar el orden social de la zona o la ciudad donde viven. En esos contextos urbanos y rurales, las relaciones sociales han estado marcadas por el continuo proceso de desinstitucionalización que ha vivido el país y que erosionó la fuerza de las leyes formales y las reglas informales que regulaban la interacción social. Ha sido un proceso destructivo de la institucionalidad que, si bien lleva poco más de cuarenta años de ocurrencia en el país, ya que se inicia con el Caracazo en 1989 y continúa con los dos golpes de Estado de 1992, ha tenido su mayor expresión durante el siglo XXI con los continuos cambios o vacíos normativos, y con los modos autoritarios de ejercicio del poder (Briceño-León, 2022).

			Esa destrucción institucional llevó a una pérdida de los referentes sociales que habían funcionado en el país. Los jóvenes crecieron con mudanzas continuas en las reglas del juego formales e informales, en un contexto creciente de anomia e impunidad. En el barrio, el Estado de derecho es una ficción y los acuerdos sociales, las reglas implícitas que rigen la interacción, no siempre se corresponden con la ley (Briceño-León y Camardiel, 2021). Tampoco hay modo de que los jóvenes puedan sentirse protegidos por las leyes o por los funcionarios encargados de su cumplimiento. Son otras las reglas del juego que hacen funcionar el tramado social y si bien, de una manera sorprendente en medio de tal desorden, logran garantizar una cierta estabilidad social, generan al mismo tiempo mucha incertidumbre, pues constituyen un delicado balance entre la amenaza del uso de la fuerza por delincuentes y policías, las reglas informales de reciprocidad que prevalecen en las comunidades y la sombra de la legalidad formal. En esa maraña normativa, confusa e incierta es donde deben moverse los jóvenes con cautela para poder sobrevivir.

			En la mayoría de los casos existe una presencia importante de la familia, que los protege, los aísla y logra hacerlos crecer en medio de unas barreras culturales y normativas que los mantienen alejados de la socialización violenta y los conflictos de la calle. En otros casos no hay cuidado familiar, bien sea por inexistencia de una estructura familiar capaz de resistir, porque debido a la gran emigración los hijos fueron “dejados atrás”, o por el descuido de los padres o abuelos a cargo de su cuidado. Pero es así como tienen que aprender a sobrevivir. 

			La impunidad por la decisión del gobierno de no reprimir y no forzar la aplicación de las leyes (porque eran leyes burguesas, porque era una revolución…) y la abundancia y facilidad de la riqueza repartida a manos llenas que había caracterizado la primera década del siglo XXI se convirtió, durante la segunda década, en una crisis económica y humanitaria sin precedentes en el país. En la segunda década del mencionado siglo no solo aumentaron las limitaciones materiales de las familias y se incrementaron la pobreza y la desigualdad, sino que la impunidad previa se sustituyó por el ejercicio represivo y autoritario del poder y por un incremento en la acción extrajudicial de la policía que hizo aún más difícil la sobrevivencia (Briceño-León, Camardiel y Perdomo, 2019).

			Como a las familias se les hizo más difícil la alimentación de los niños y de los jóvenes, estos debieron salir a trabajar o a buscar dónde comer. Eso les hizo más cuesta arriba continuar con sus estudios por la carencia de los recursos mínimos para asistir a los planteles educativos. Tampoco les resulta fácil el ingreso a un mercado laboral que se ha reducido y cuyos salarios perdieron relevancia hasta volverse insignificantes. En ese contexto, ni el trabajo ni la educación son considerados medios que pueden permitir labrarse un futuro mejor.

			A los jóvenes se les hizo más cuesta arriba construirse su identidad y conseguir un reconocimiento de sus pares. El empobrecimiento ha hecho que las aspiraciones de una generación se hayan visto socavadas. Los símbolos de prestigio que les otorgan identidad generacional, como el teléfono celular, la vestimenta, las redes sociales, no se perciben como alcanzables por el estudio ni por el trabajo. Por lo tanto, unos sueñan o planean cómo emigrar y otros se exponen a las bandas delincuenciales locales o, peor aún, a las tramas del crimen organizado que les pueden ofrecer comida, diversiones o teléfonos, y hasta una tentadora promesa de ganar respeto y poder, en forma inmediata, y sin esperar a un futuro mejor (Perdomo, 2019).

			En su intento por sobrevivir en esas circunstancias, los jóvenes sufren varios tipos de victimizaciones además de la pobreza: las agresiones entre los jóvenes, la victimización de la delincuencia local, la violencia de los policías individuales y la violencia de las políticas de Estado. 

			Las agresiones entre los jóvenes

			Las agresiones verbales o físicas son un comportamiento común entre los adolescentes. Una de las formas más generalizadas es la que se ha dado a conocer como bullying, que implica unos comportamientos agresivos y molestos, pero que no son necesariamente violentos ni delictivos. En la sociedad humana esos comportamientos tienden a ser regulados y canalizados para alcanzar fines mejores, hacer posible la convivencia y lograr la protección de los débiles. La educación en el hogar, en la comunidad y en la escuela permiten establecer normas que regulan tales comportamientos estableciéndoles límites y procurando simbolizarlos a través de las palabras, juegos o deportes. 

			El problema se presenta cuando la contención y la regulación social externa se debilitan o desaparecen, cuando la socialización en las reglas y normativas pierde fuerza y es la socialización en la violencia, en el ejercicio de la fuerza bruta y de las armas lo que ocupa su lugar y predomina. En esos casos, el pasaje al acto se vuelve más directo en los jóvenes, pues no hay frenos en la conducta y, además, el acto tiende a ser violencia directa, con la utilización de la fuerza física y el acceso a las armas.

			En esos contextos, cuando la comunidad o la escuela no logran contener la violencia, la mayoría de los jóvenes se encuentran sometidos a las amenazas y agresiones de unos pocos, quienes, por su arrojo y su destreza en el uso de la fuerza o de las armas, se convierten en unos victimarios reales o potenciales de los otros jóvenes, en una dinámica social que les da prestigio y reconocimiento por el temor que infunden y por su rol de dominadores locales. Los vecinos o los maestros se sienten excedidos por las amenazas e incapaces de proteger por sí solos a los otros jóvenes. Y si adicionalmente no cuentan en esa tarea con el apoyo de los padres o de los familiares de los jóvenes violentos, ni tampoco de las autoridades policiales, se encuentran entonces más desvalidos y desesperanzados en sus posibles intentos de control de la violencia local. La mayoría de los vecinos optan entonces por el retraimiento, procurando no inmiscuirse en los conflictos juveniles; y los maestros eligen dedicarse exclusivamente a la enseñanza en el aula del contenido de sus materias, renunciando de ese modo a su labor pedagógica extracognitiva, destinada a la educación social (Perdomo, Farías y Ruiz, 2015). 

			La no regulación de los conflictos por los padres, maestros o policías facilita el pasaje al acto en la convivencia juvenil, y la dimensión positiva que tiene la agresividad al ser motor para impulsar iniciativas conducentes al crecimiento, la innovación o el liderazgo queda monopolizada por los jóvenes violentos, mientras que los demás deben adoptar mecanismos de defensa igualmente agresivos o someterse y aceptar ser tratados como unos “chigüires”, como unos tontos, dentro de su comunidad. 

			Las agresiones pueden fácilmente convertirse en un delito por el daño que pueden causar en la víctima sin la intención expresa de provocarlo: un golpe más fuerte de lo pensado o mal dado que lesiona gravemente al otro; la amenaza de un cuchillo que al balancearse alcanza y hiere el cuerpo del otro; la percusión de un arma de fuego que apenas quiso intimidar o disuadir y cuyo proyectil mató al destinatario o a un paseante cualquiera que no estaba involucrado en la refriega, pero a quien llegó fatalmente una de esas balas que llaman perdidas. En esos casos, los adolescentes se convierten por la vía de los hechos ocasionales en delincuentes y tienden a pasar a un comportamiento delictivo recurrente, sea por decisión propia o por captación de bandas constituidas quienes les ofrecen cobijo y protección (Briceño-León, 2008).

			Para el año 2016, el Observatorio Venezolano de Violencia (OVV, 2016) estimó que la tasa de mortalidad violenta para los adolescentes de 15 a 19 años de edad se elevaba a 91 por cien mil habitantes y en los niños y adolescentes entre 10 y 14 años, en ese mismo período fue de 4,9 por cien mil habitantes. En el siguiente, en 2017, el OVV (2017) reportó un incremento de la tasa de mortalidad por homicidios de adolescentes entre 15 y 19 años, al alcanzar la cifra de 99,7 por cada cien mil habitantes. También fue mayor la estimación para la población de 10 a 14, con un indicador de 5,1 por cien mil habitantes.

			Las víctimas de delitos

			Los jóvenes son también víctimas de otros jóvenes delincuentes. En este caso no se trata de la simple agresión entre contemporáneos, como en el caso anterior, sino de los jóvenes que se dedican continuamente al robo, el tráfico de drogas o la extorsión, y que ejercen un dominio territorial local, que puede ser pequeño, restringido a una zona, un barrio, una vereda o unas escaleras, pero en el cual reinan e imponen su voluntad. 

			Las respuestas de las comunidades y de los adolescentes ante estos jóvenes delincuentes locales tienden a ser ambiguas, pues por un lado los someten y humillan, y por el otro lado los protegen de las amenazas de los grupos similares que hay en las zonas vecinas y que pueden invadirlos, agredirlos y depredarlos. En ese contexto de incertidumbre y miedo, el grupo violento local tiende a ser preferido al grupo violento ajeno. 

			Para los adolescentes de una de esas comunidades, la alternativa puede ser muy simple: o se afilian a una banda local y se colocan bajo su manto protector o se ven compelidos a crear su propia banda. La afiliación con la banda existente en la zona puede darse bajo diversas modalidades: puede ser apenas simbólica, por una identidad territorial basada en el conocimiento y cercanía previos por ser del mismo barrio o vivir en el mismo sector y que implica admiración y reconocimiento de dominio; o involucra una participación, con tareas como informar o vigilar el tránsito por la zona; guardar mercancías o armamento. En todas esas modalidades, sean simbólicas o prácticas, hay una cooperación con el delito que los protege y los victimiza al mismo tiempo. 

			La victimización por el policía individual de los jóvenes “sanos”

			A las victimizaciones antes descritas se suman también las que proporcionan los policías individuales. Ambos grupos, tanto los jóvenes no violentos y no delincuentes como los jóvenes violentos y delincuentes, son víctimas de la acción policial ilegal.

			En el caso de los jóvenes “sanos”, no violentos y no delincuentes, como fue el caso de Jonathan narrado al inicio, hay una victimización recurrente por el solo hecho de ser jóvenes, vivir en el barrio y no tener derecho a ejercer sus derechos. Hay una culpabilización previa de esos jóvenes que facilita la acción delictiva de los policías. Su delito es ser jóvenes y, por lo tanto, son sospechosos de todo y, en su vulnerabilidad, pueden ser robados o extorsionados con facilidad (Birbeck y Gabaldón, 2002).

			Eso ocurre por igual con los jóvenes de casi todos los sectores sociales, sean ricos o pobres, pero la capacidad de defenderse no es igual y por razones muchas veces más imaginarias que reales. Si la potencial víctima vive en un barrio o una zona pobre de la ciudad, la culpabilidad previa se agiganta, pero sobre todo crece su indefensión y aquello lo hace más victimizable, pues las posibilidades de que llegase a tener algún vínculo con algún familiar o amigo en el poder se aminoran y, en caso de que algo salga mal, la fuerza de su palabra juvenil es casi nula al lado del testimonio policial, que puede con facilidad usar su autoridad legal para argumentar o simplemente sembrarle un paquete de droga. Por eso, en el barrio las madres les enseñan a sus hijos cómo responderles a los policías, qué hacer en esos casos para sobrevivir; aunque, lamentablemente, en sus orientaciones no les enseñan sus derechos, sino cómo sortear las situaciones adversas, pues saben que muy poco les serviría la apelación a sus derechos. 

			Los jóvenes de otros sectores sociales, los de clase media o adinerados, también pueden ser víctimas, pero, en el imaginario de los policías delincuentes, siempre es posible que ese joven bien vestido a quien ellos detienen en una alcabala tenga unos vínculos con el poder que ellos desconocen. Esa posibilidad los obliga a comportarse con cierta cautela; por eso le hacen muchas preguntas, intentan indagar un poco quién es, qué hace… no vaya a ocurrir que resulte ser el hijo de algún diputado o ministro. El joven del barrio no tiene esos recursos prácticos ni imaginarios, se encuentra desamparado, despojado de sus derechos e incapacitado de la eventual posibilidad de pretender ejercerlos. Para los jóvenes y sus familias, no es creíble que una acción de denuncia de los abusos policiales a los cuales fue sometido pueda tener receptividad y dar resultados. Tanto el joven como su familia y el barrio saben que no es factible; que, al contrario, sería peor, y que lo que se inició como un abuso podría convertirse en una amenaza real de muerte. 

			La victimización de los jóvenes delincuentes por el policía individual 

			Si esto ocurre con los jóvenes sanos, con los delincuentes es mucho peor. Con estos jóvenes hay, además, dos tipos adicionales de victimización: una ocurre como parte de la actuación de los policías como individuos y la otra como el resultado de la actuación corporativa de la policía y que responde a una política de Estado (Magaloni y Cano, 2016).

			La victimización por el policía individual puede tener dos modalidades. En la primera se trata de un exceso en el ejercicio de la autoridad, un abuso por parte del funcionario quien, en su actuación, deja de ser un instrumento de la aplicación de una ley para convertirse en la ley en sí misma. Es un proceso por el cual el funcionario pasa a considerarse a sí mismo la ley viviente, capaz de actuar a su antojo, castigando o perdonando, en un proceso que anula los derechos de los jóvenes como personas o como menores de edad, si fuese el caso (Agambem, 2016). En la segunda modalidad, la actuación del policía individual es abiertamente delictiva y pasa a representar una figura dual y perversa, pues el funcionario, utilizando su investidura y en nombre de la ley, comete y fomenta ilegalidades.

			Varias formas adquiere esa victimización de los jóvenes involucrados en el delito. La más habitual es la extorsión del joven por el policía, quien le exige un pago para dejarlo en libertad y permitirle que continúe con su negocio delictivo. Es muy común este mecanismo con los vendedores minoristas de droga, a quienes los policías identifican en una zona y, en lugar de reprimirlos y tramitar los procedimientos establecidos en la ley, entran en un acuerdo con ellos y les exigen el pago regular de un determinado monto para dejarlos operar o, en caso contrario, sí les “aplican la ley” y se los llevan detenidos por tráfico de drogas. Ese pago, que por lo regular es rutinario, puede a veces modificarse en montos, dependiendo de las necesidades o ambiciones personales del funcionario, irrespetando así los propios acuerdos delictivos establecidos. Por eso es que los jóvenes entrevistados tienden a decir que ellos son el “cajero automático” de los policías, en alusión a las máquinas dispensadoras de dinero de los bancos, donde se va a obtener dinero cuando se necesita. 

			Los funcionarios policiales usan también a los jóvenes delincuentes o exdelincuentes como peones de trabajo en sus actividades ilegales. Los jóvenes con antecedentes penales son los más susceptibles y pasan a constituirse en la mano de obra barata y dispensable que puede actuar como el brazo ejecutor de las fechorías que planifican y desean cometer los policías delincuentes. Es paradójico, pero hemos conocido casos donde son los jóvenes que quieren enmendarse y no quieren regresar a la cárcel los que son más susceptibles de este chantaje por los policías. El procedimiento ocurre cuando los policías pueden tener información privilegiada sobre la existencia de cantidades importantes de dinero que están depositadas o serán trasladadas por los comerciantes de un lugar a otro y, en lugar de ejecutar el robo por sí mismos, llegan a acuerdos y obligan a jóvenes con antecedentes a cometer el delito mientras los policías actúan como respaldo, para intervenir si algo sale mal y simular en ese caso una captura de los jóvenes para luego dejarlos en libertad. Algo similar ocurre con las extorsiones de los comerciantes o con la ejecución de asesinatos por encargo: los jóvenes delincuentes son puestos al servicio de los planes criminales de los policías bajo amenaza de ponerlos presos si no “colaboran” con sus planes delictivos. Por supuesto, hay muchos casos en los que los jóvenes deciden participar de buena gana en tales actividades, por ser una fuente de ingresos y de protección; pero otros son obligados y lo aceptan, pues saben que están indefensos y son culpables de antemano. 

			Estos jóvenes entran en un juego muy riesgoso en sus acuerdos con los policías delincuentes, pues quedan subyugados a la voluntad de esos funcionarios y en posesión de unas informaciones que pueden resultar peligrosas y comprometedoras para los funcionarios delincuentes y para ellos mismos. Su destino es, entonces, someterse plenamente y obedecer las órdenes que de ellos reciban, ya que, si quieren salirse del pacto, exigir una mayor participación en el botín o actuar por su cuenta, los policías los matan en un supuesto enfrentamiento, reportan que se resistieron a la autoridad y difunden a los medios de comunicación una nota de prensa diciendo que esos jóvenes tenían antecedentes penales…

			La victimización policial como política de Estado

			Una victimización diferente es la que ocurre cuando la actuación de los funcionarios policiales no responde a sus decisiones o intereses individuales, sino a unas órdenes recibidas de sus superiores. En esos casos, aunque el carácter de la actuación policial pueda ser violatorio de la ley, en la misma ocurre una participación de todo tipo de funcionarios, tanto los que hemos llamado policías delincuentes como los honestos, que los hay y bastantes. 

			En este caso, la victimización es corporativa. Se trata de la actuación de la policía como entidad legal y no de sus individuos, y por eso representa una política de Estado. A partir del año 2015, se iniciaron en el país las pomposamente llamadas Operaciones de Liberación del Pueblo (OLP), en las cuales se rodeaba una zona y se invadían las casas o apartamentos en búsqueda de los hombres jóvenes a quienes, según reportaban los partes oficiales, se les “daba de baja” en un “enfrentamiento” por haberse “resistido a la autoridad” (ACNUDH, 2017).

			A partir de los datos compilados de fuentes oficiales, el OVV calculó que entre los años 2016 y 2019 fallecieron 23.625 personas por haberse resistido a la autoridad. Con esas magnitudes, que representan un promedio de 113,6 personas muertas por la policía cada semana, 16,2 cada día, difícilmente se puede pensar que se ha tratado de acciones individuales de los funcionarios policiales y que esos eventos han estado al margen de las orientaciones y políticas corporativas y del Estado. 

			Durante esos cuatro años, disminuyeron los homicidios cometidos por los delincuentes de una manera pronunciada —se redujeron a la mitad—; sin embargo, se mantuvo estable la cantidad de muertos en las acciones de la policía. Como consecuencia de estas dos tendencias diferentes, la proporción entre las víctimas de la delincuencia y las de la policía se fue alterando, aumentando cada año la victimización policial. En el año 2016, por cada mil muertes violentas cometidas por civiles, hubo 289 fallecidos bajo la calificación de “resistencia a la autoridad”; en el 2017 fueron 344; en el 2018 subieron a 721 y en el 2019 alcanzaron los 802 muertos a manos de la policía por cada mil homicidios de cualquier otro tipo (cuadro 1). En el año 2020, por primera vez en la historia nacional, las víctimas de la violencia policial fueron superiores a las de la delincuencia: ese año fueron 4153 homicidios y 4231 muertes por resistencia a la autoridad, para una tasa de letalidad policial de 16,2 víctimas por cada cien mil habitantes.

			Cuadro 1. Homicidios y muertes por resistencia a la autoridad. Venezuela 2016-2019
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			Notas: (*) calculados con 365 días por año; (**) calculado con 52 semanas por año

			Fuente: elaboración propia sobre archivos oficiales del Ministerio del Poder Popular de Interior, Justicia y Paz (MPPIJP)

			¿Cuántos de esos casos son jóvenes y menores de edad? Al discriminar estos datos por grupos de edad —lo cual no es sencillo ni completo, pues en la mayoría de las víctimas por resistencia a la autoridad no hay caracterización de la víctima—, se observa que esta actuación mortal del Estado también ocurre contra los menores de edad pues, entre los años 2017 a 2020, fueron asesinados 545 niños, niñas y adolescentes, contándose entre ellos 26 niños quienes tenían menos de 12 años al momento de fallecer por haberse resistido a la autoridad. 

			Es muy singular también la desproporción de víctimas civiles y de funcionarios policiales que hay en este tipo de eventos calificados como enfrentamientos, pues por cada un mil ciudadanos que mueren, solo hay 9 policías caídos en la refriega; por lo cual la probabilidad de que un joven muera al “enfrentarse” con la policía es 110 veces mayor que la que tienen los funcionarios de morir en ese evento (Briceño-León, 2022). Es muy alarmante esa desproporción tan grande, pues se supone que la actuación armada y letal de la policía solo debe ocurrir en condiciones en las que exista una amenaza para el funcionario o terceras personas suficientemente grave como para que deba accionar su arma para defenderse (Carrillo, Herrera y Ortega, 2016; Cofavic, 2005; OHCHR, 2019). 

			Una explicación a tal política de Estado es que se ha tratado de una forma generalizada de control social y político que procura eliminar a jóvenes delincuentes o que se consideran potenciales delincuentes (Antillano, 2009; Zubillaga y Hanson, 2018). Es una suerte de acción preventiva que busca evitar la comisión de delitos, pero no con la disuasión del castigo de cárcel contemplado en el código penal, sino con la muerte (Briceño-León, 2021b). Se trata de una suerte de “muerte preventiva” en la cual se castiga al joven por lo que puede hacer en el futuro, por la amenaza que representa, por los delitos que pueda cometer y no por los que ha cometido.

			Conclusión: el daño individual y el daño societal 

			En una encuesta de hogares con una muestra nacional (n = 1200) que realizamos a mediados del año 2022, les preguntamos a los entrevistados si ellos pensaban que la policía los protegía de la delincuencia. Las respuestas fueron transcritas en una escala de acuerdo-desacuerdo tipo Likert. Los resultados obtenidos mostraron un rechazo generalizado en todos los grupos sociales a la idea de que la policía los protegía; solo uno de cada cinco entrevistados pensaba que la policía cumplía sus funciones de seguridad del ciudadano.

			Entre los jóvenes con edades comprendidas entre 18 y 30 años, ese sentimiento es levemente superior a la media nacional. Solo un 4 % afirmó estar muy de acuerdo con que la policía los protegía, mientras un 33 % dijo estar muy en desacuerdo. Y, entre los moderados, un 16 % dijo estar de acuerdo, contra un 41 % que manifestó estar en desacuerdo. El 74 % de los jóvenes piensa que la policía no los protege de los delincuentes (LACSO, 2022). 

			El daño que la victimización produce es inmenso y supone el gran reto de los jóvenes a sobrevivir a la pobreza, a la delincuencia y, además, a la policía que se supondría debía de protegerlos. De todas esas victimizaciones, la más difícil es sobrevivir a la policía, porque se trata del poder sin control y la arbitrariedad, lo que provoca una disonancia normativa tremenda, pues quien debe respetar la ley es quien la transgrede. El impacto sobre los jóvenes del policía delincuente es devastador, pues el daño que produce es mucho más corrosivo que el que provoca el delincuente (Briceño-León, 2021a). El joven delincuente tiene su lugar en la sociedad y en el imaginario social, ya que representa el mal, y las maldades que cometa encajan en su representación maligna. Pero, en el caso de los policías, se rompe con la expectativa social de su rol en la sociedad, se pervierte y se crea una anomalía cultural que sorprende, pues, aunque representan el bien, encarnan el mal travestido; aunque representan la protección, encarnan la victimización. Por eso la pregunta dolida que le hizo el niño de seis años a su madre después de la actuación de una OLP (Briceño-León, 2022), en la cual asesinaron a su padre y se llevaron, junto al cadáver, los teléfonos y la comida: “Mamá, si son policías, ¿por qué nos robaron?”. 

			La victimización individual o corporativa de la policía crea un daño social que va más allá del dolor que las muertes pueden provocar en familiares y amigos, pues es el Estado el que, en lugar de proteger, lo que hace es humillar y castigar a su antojo. Ese es el gran daño que se inflige a la sociedad como conjunto, pues no es la ley como regla abstracta y universal la que aplica el castigo apelando a la reciprocidad social y restableciendo el balance entre daño y castigo, creando un orden nuevo que apacigüe la violencia y promueva el sentido de la ley y la pena, sino la actuación de unos representantes del Estado cuya voluntad es una fuerza sin ley (Derrida, 1992). No es la fuerza de la ley del Estado de derecho lo que victimiza a los jóvenes y la sociedad, sino una fuerza que se aplica sin ley. 
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La mortalidad infantil en Venezuela: 30 años de retroceso

			Gustavo A. Páez S. 

			Introducción

			Durante el siglo XX en Venezuela, al igual que en muchos países del mundo, acontecieron trascendentes cambios demográficos que marcaron la evolución futura de su población. Uno de esos cambios estuvo vinculado con la transición de la mortalidad enmarcada dentro de la conocida teoría de la transición demográfica (Stolnitz, 1966; Bolívar, 1984), es decir, el paso de elevadas a bajas tasas de fecundidad y mortalidad.

			Es así como la mejora progresiva en las condiciones de vida de la población venezolana (alimentación, vivienda, trabajo, relaciones familiares, comunicación, entre muchas otras) derivó en cambios en sus niveles de salud que afectaron, además, sus experiencias y expectativas ante la muerte (Bolívar, 2008). De allí que el pausado pero contundente control sobre la mortalidad constituya uno de los procesos sociales más destacados en el mundo, si no el más sobresaliente, entre los que han tenido lugar a lo largo de los últimos tres siglos (Jiménez, 2011); por lo que al conjunto de cambios que se han observado en la contabilidad general de la muerte se los ha denominado transición de la mortalidad (Haines, 2002), proceso al que no escapó Venezuela. 
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